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EXPEDIENTE ADMINISTRATTVO
2.1. Datos Generales 

· Entidad Pública: Dirección Regional  de Educación de Piura y Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura.
· Administrado: José Jacinto Salgado García
· Materia: Solicita Beneficios de Asignación por haber cumplido 30 años de servicio y reintegro de su bonificación mal calculada.

2.2. Situación Controvertida 

Consiste en la especificación concreta  y objetiva de los puntos controvertidos, en este caso es determinar sí le corresponde o no que le otorguen el beneficio  de asignación por haber laborado treinta años de servicios en la Dirección Regional de Educación, en base a tres remuneraciones totales, la cual esta constituida por la Remuneración Total Permanente y los Conceptos Remunerativos adicionales otorgados por ley expresa, los mismo que se dan por el desempeño de cargos, que implican exigencias y/o condiciones distintas al común.
2.3. Hechos Alegados por las Partes 
Queremos manifestar previamente a los hechos alegados por las partes que lo hemos desarrollado de una forma muy sucinta y limitada, ya que hemos trabajado en base ha actuados insuficientes e incompletos, debido a que la Dirección Regional de Educación de Piura nos ha proporcionado en forma parcial el expediente administrativo alegando que es imposible conseguirlo en su totalidad, ya que éste tiene doce años de antigüedad. Por lo que especificamos sólo con las piezas administrativas que contamos.

Administrado: 
En el presente caso el Administrado es el señor José Jacinto Salgado García trabajador de la sub. – Dirección de Formación General del Centro .Educativo Nacional San Miguel de Piura, manifiesta que ha laborado por el lapso de treinta años como educador y solicita que se le reconozca su beneficio de Asignación por cumplir treinta años de servicio el día treinta de mayo de mil novecientos noventa y cinco.

Por otro lado, el administrado el señor José Jacinto Salgado García manifiesta que el cálculo estaba mal hecho, por lo que el adecuado  debió ser en base a tres Remuneraciones Totales y es por eso que solicita el reíntegro de su bonificación mal calculada . 

Administración: 
En el presente caso  la Administración Pública esta representada por la Dirección Regional de Educación de Piura, la cual  le da la razón al administrado y mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de junio de 1995 resuelve otorgarle por única vez el beneficio de asignación solicitado por cumplir  30 años de servicios, pero no por el monto requerido por el administrado, sino por tres remuneraciones totales permanentes.
En este sentido, el administrado José Jacinto Salgada García presenta otra solicitud pidiendo su reintegro de bonificación y con Oficio N° 3913-2001-CTAR-PIURA-DREP-OADM-ESCyPENS de fecha 25 de julio del 2001, el cual declara improcedente  los reintegros de bonificación, dispuesto por la Dirección Regional de Educación de Piura.

Posteriormente, respetando el procedimiento administrativo, la Dirección Regional de Educación se encarga de elevar la Apelación presentada por el administrado a una instancia superior, en este caso al Consejo transitorio de administración Regional Piura -CTAR, la cual a su vez será quien lo resuelva. 

Finalmente, mediante Resolución Presidencial Nº 631 – 2001/ CTAR – PIURA-P, el consejo transitorio de Administración Regional Piura -CTAR, declara infundado el Recurso de apelación, y a la vez da por agotada la vía administrativa.

2.4. Sustento Jurídico de las Partes 

Queremos manifestar previamente a los hechos alegados por las partes que lo hemos desarrollado de una forma muy sucinta y limitada, ya que hemos trabajado en base ha actuados insuficientes e incompletos, debido a que la Dirección Regional de Educación de Piura nos ha proporcionado en forma parcial el expediente administrativo alegando que es imposible conseguirlo en su totalidad, ya que éste tiene doce años de antigüedad. Por lo que especificamos sólo con las piezas administrativas que contamos.

Administrado: 

Ley del Profesorado  Nº 24029

Artículo 52.- El profesor tiene derecho a percibir dos remuneraciones íntegras al cumplir 20 años de servicios, la mujer, y 25 años de servicios, el varón; y tres remuneraciones íntegras, al cumplir 25 años de servicios, la mujer, y 30 años de servicios, los varones.

Decreto Supremo Nº 019-1990-ED, Reglamento de la Ley del Profesorado
Artículo 213.- El profesor tiene derecho a percibir dos remuneraciones íntegras al cumplir veinte (20) años de servicios la mujer y veinticinco (25) años de servicios el varón; y tres remuneraciones íntegras al cumplir veinticinco (25) años de servicios la mujer y treinta (30) años de servicios el varón. Este beneficio se hará efectivo en el mes que cumple dicho tiempo de servicios, sin exceder por ningún motivo del mes siguiente. El incumplimiento de la presente disposición implica responsabilidad administrativa.

Decreto Supremo  041-2001-ED

Por el cual precisa que las Remuneraciones y Remuneraciones íntegras a que se refiere el artículo 51 y 52 Segundo párrafo de la Ley del Profesorado, de ver ser entendida como Remuneraciones Totales, tal como lo indica la definición del D.S  Nº 051-91-PCM.

Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, Normas Reglamentarias Sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado
Artículo 8º, inc. b: Remuneración Total.- Es aquella  que esta constituida por la Remuneración Total Permanente y los conceptos remunerativos adicionales otorgados por ley expresa, los mismos que se dan por el desempeño de cargos que implican exigencias y/o condiciones distintas al común. 
Administración: 

Decreto Legislativo  Nº 276

Artículo 54.- Son beneficios de los funcionarios y servidores públicos:

a) Asignación por cumplir 25 ó 30 años de servicios:

Se otorga por un monto equivalente a dos remuneraciones mensuales totales, al cumplir 25 años de servicios, y tres remuneraciones mensuales al cumplir 30 años de servicios. Se otorga por única vez en cada caso.

Decreto Supremo 051-91-PCM, Normas Reglamentarias Sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado
Art. 9.-  Las Bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos que perciben los funcionarios, directivos y servidores otorgado en base al sueldo, remuneración o ingreso total serán calculados en función a la  Remuneración Total Permanente. 
2.5. Descripción del Procedimiento 
Queremos manifestar previamente a la descripción del procedimiento que lo hemos desarrollado de una forma muy sucinta y limitada, ya que hemos trabajado en base ha actuados insuficientes e incompletos, debido a que la Dirección Regional de Educación de Piura nos ha proporcionado en forma parcial el expediente administrativo alegando que es imposible conseguirlo en su totalidad, ya que éste tiene doce años de antigüedad. Por lo que especificamos sólo con las piezas administrativas que contamos.

· El señor José Jacinto Salgado García presento una solicitud, manifestando a la Dirección Regional de Educación Piura,  haber cumplido 30 años de servicio para que  se le reconozcan su Beneficio de Asignación.
· Con fecha 12 de Junio de 1995, la Administración representada por la Dirección Regional de Educación Piura, resuelve mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226, otorgarle al Señor José Jacinto Salgado García, por única vez el beneficio de asignación por cumplir 30 años de servicio por un monto equivalente a Tres (3) remuneraciones totales permanentes.

· El señor José Jacinto Salgado García presenta otra solicitud pidiendo su reintegro de bonificación por haber sido mal calculado, ya que se le otorgo por un monto equivalente a tres remuneraciones totales permanentes, debiendo ser tres remuneraciones totales.

· Con fecha 25 de Julio del 2001, Dirección Regional de Educación Piura emitió el Oficio N° 3913-2001-CTAR-PIURA-DREP-OADM-ESCyPENS, el cual declara improcedente los reintegros de bonificación.
· Con fecha 01 de Agosto del 2001, el administrado, señor José Jacinto Salgado García presenta recurso administrativo de apelación contra la Dirección Regional de Educación, la cual lo elevo al Consejo Transitorio de Administración Regional Piura – CTAR, para que sea esta instancia la que resuelva.

· Con fecha 12 de Octubre del 2001, el Consejo Transitorio de Administración Regional Piura – CTAR emite la Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR – PIURA-P, la cual resuelve en su Artículo Primero Declarar INFUNDADO el Recurso de Apelación  y en su Artículo Segundo, Declarar por agotada la Vía Administrativa.

2.6. Análisis Crítico del Procedimiento 

a). Para empezar es fundamental determinar si el administrado que inicio el procedimiento a iniciativa de parte posee la capacidad de ejercicio de sus derechos civiles, según el Artículo 42 del Código Civil, que establece que tienen plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles, las personas que hayan cumplido dieciocho años de edad, salvo lo dispuesto en los artículos 43 y 44 sobre Incapacidad Absoluta y Relativa respectivamente, y si posee además la capacidad procesal que establece el Artículo 52 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, la que a su vez especifica que tienen capacidad procesal ante las entidades, las personas que gozan de capacidad jurídica conforme a las leyes; a lo que hemos determinado que sí, el Sr.  José Jacinto Salgado García como administrado, ha comparecido al proceso acorde con las obligaciones laborables y profesionales que exige sean reconocidas de acuerdo a los fundamentos de su solicitud.

b). En lo que respecta al análisis del procedimiento administrativo que se ventila en este expediente debemos dejar claramente establecido que dicho procedimiento se ha iniciado a instancia del administrado y respetando el derecho de petición administrativa según lo señala el Artículo 103 de la Ley 27444, que establece que el procedimiento administrativo es promovido de oficio por el órgano competente o a instancia del administrado, salvo que por disposición legal o por su finalidad corresponda ser iniciada exclusivamente de oficio o a instancia del interesado; y también el Artículo. 106 de misma ley antes señalada que especifica en su inciso primero que cualquier administrado, individual o colectivamente, puede promover por escrito el inicio de un procedimiento administrativo ante todas y cualesquiera de las entidades, ejercitando el derecho de petición reconocido en el Artículo 2 inciso 20 de la Constitución Política del Estado; y en su inciso segundo que el derecho de petición administrativa comprende las facultades de presentar solicitudes en intereses particulares del administrado, de realizar solicitudes en interés general de la colectividad, de contradecir actos administrativos, las facultades de pedir informaciones, de formar consultas y de presentar solicitudes de gracia y en su  inciso tercero, que establece que el derecho de petición administrativa implica la obligación de dar al administrado una respuesta por escrito dentro del plazo legal. Por otro lado, se ha analizado la pretensión del administrado contenida en un documento, el cual sí ha cumpliendo con los requisitos de los escritos de presentación que establece el Artículo 113 de la Ley 27444, el que determina que todo escrito que se presenta ante cualquier entidad debe contener lo siguiente: inciso uno, Nombre y apellidos completos, domicilio y número de Documento Nacional de Identidad o carnet de extranjería del administrado, y en su caso la calidad de representante y de la persona a quien represente; inciso dos, la expresión concreta de lo pedido, los fundamentos de hecho que lo apoye y, cuando le sea posible, los de derecho; inciso tercero, lugar, fecha, firma o huella digital, en caso de no saber firmar o estar impedido, inciso cuarto, la indicación del órgano, la entidad o la autoridad a la cual es dirigida, entendiéndose por tal, en lo posible, a la autoridad de grado más cercana al usuario, según la jerarquía, con competencia para conocerlo y resolverlo; inciso quinto, la dirección del lugar donde se desea recibir las notificaciones del procedimiento, cuando sea diferente el domicilio real expuesto en virtud del numeral 1, este señalamiento de domicilio surte sus efectos desde su indicación y es presumido subsistente, mientras no sea comunicado expresamente su cambio; inciso seis, la relación de los documentos y anexos que acompaña, indicados en el Texto Único de Procedimientos Administrativos; y el inciso cinco, la identificación del expediente de la materia, tratándose de procedimientos ya iniciados. Ante este pedido efectuado por el administrado podemos manifestar que la entidad administrativa ha cumplido con recepcionar esta solicitud respetando a cabalidad lo que establece el Artículo 117 inciso uno de la Ley 27444, la que a su vez señala que cada entidad tiene su unidad general de recepción documental, trámite documentado  mesa de partes, salvo cuando la entidad brinde servicios en varios inmuebles ubicados en zonas distintas, en cuyo caso corresponde abrir en cada local registros auxiliares al principal, al cual reportar todo registro que realicen. Por todo ello consideramos que el presente procedimiento se ha llevado a cabo respetando cada acto y diligencia concatenada y ordenada cronológicamente,  que forma parte de un procedimiento, estoy hablando en un inicio del acto de exteriorización de la voluntad del administrado señor José Jacinto Salgado García contenida en un pedido (solicitud), dirigida a la Dirección Regional de Educación y posteriormente la diligencia interna de tramitación y deliberación de cada una de las áreas de la entidad administrativa exteriorizada en el acto administrativo contenido en la Resolución Directoral Regional Nº 1226, por el cual la entidad resuelve en un sentido frente a lo solicitado, a continuación el administrado haciendo uso de los recursos impugnatorios con que la ley lo provee, cuestiona la resuelto y realiza el acto de interponer Recurso Administrativo de Apelación, la que será pasible de un diligenciamiento al ente superior que lo resolverá, para ser la administración, el Consejo Transitorio de Administración Regional el que resuelva en última instancia, mediante la Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR – PIURA-P; todos estos actos y diligencias antes descritas son las que  se exteriorizaron  acorde a ley en documentos, las cuales a su vez demuestran que se ha tramitado en la Dirección Regional de Educación de Piura, la cual ha conducido el procedimiento correctamente destinado siempre a la emisión del acto administrativo fina; es decir, la Resolución Presidencial N° 631-201/CTAR-PIURA-P, la cual produjo efectos jurídicos, en este caso negativos para el administrado, además es legítimamente procedente pues ha respetando los principios que rigen el procedimiento administrativo, tales como el de Legalidad, del debido procedimiento, el de razonabilidad, imparcialidad y privilegio de controles posteriores, en el único Principio que hemos encontramos falencias es en el Principio de Celeridad, dichos errores tienen que ver respeto de los plazos legales del procedimiento administrativo los cuales han sido vulnerados por parte de la Dirección Regional de Educación y  también por parte del Sr. José Jacinto Salgado García, lo que más adelante explicaremos en el punto d) de este análisis crítico del procedimiento.

Por otro lado, si bien es cierto que la Resolución Presidencial N° 631-201/CTAR-PIURA es importante en el procedimiento porque pone fin a éste,  da por agota la vía previa y resuelve el recurso de apelación interpuesto por el demandado.

c). Por otro lado, en sí lo que el administrado cuestiona en su esencia misma de sus aspiraciones jurídicas es la Resolución Directoral Regional N° 1226, ya que ésta es la que le niega su derecho o en todo caso no se lo reconoce con los parámetros que éste invoca, dicha resolución tan cuestionada por el administrado debemos luego del análisis resaltarla, pues constituye una resolución válida, ya que ha cumplido con los requisitos de validez contenidos en el  Artículo 3 de la Ley 27444, los cuales son:

1. Competencia.- Ser emitido por el órgano facultado en razón de la materia, territorio, grado tiempo o cuantía, a través de la autoridad regularmente nominada al momento del dictado y en caso de órganos colegiados, cumpliendo los requisitos de sesión, quórum y deliberación indispensables para su emisión.

2. Objeto o contenido.- Los actos administrativos deben expresar su respectivo objeto, de tal modo que pueda determinarse inequívocamente sus efectos jurídicos. Su contenido se ajustará a lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, debiendo ser lícito, preciso, posible física y jurídicamente, y comprender las cuestiones surgidas de la motivación.

3. Finalidad Pública.- Adecuarse a las finalidades de interés público asumidas por las normas que otorgan las facultades al órgano emisor, sin que pueda habilitarse a perseguir mediante el acto, aún encubiertamente, alguna finalidad sea personal de la propia autoridad, a favor de un tercero, u otra finalidad pública distinta a la prevista en la ley. La ausencia de normas que indiquen los fines de una facultad no genera discrecionalidad.

4. Motivación.- El acto administrativo debe estar debidamente motivado en proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico.

5. Procedimiento regular.- Antes de su emisión, el acto debe ser conformado mediante el cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su generación.

Además, ha sido expedida por el Director Regional de Educación de Piura, el cual es el funcionario competente para esta función, posee objeto y contenido, ya que se pueden determinar inequívocamente sus efectos jurídicos y sus argumentos legales, también muestra una clara finalidad pública por crear precedentes y es debidamente motivada  con contenido y conforme a ley y finalmente parte de un procedimiento regular, respetando el debido proceso.

d).Con relación a los Plazos si hemos encontrado falencias manifiestas en ambos sujetos del procedimiento, las cuales vulneran el Principio de Celeridad las cuales son:

Por parte del administrado debemos resaltar que éste falla al no cuestionar la Resolución Directoral Regional N° 1226 de fecha 12 de junio de 1995, en el plazo de 15 días que señala el Artículo 207.2 de la Ley 27444, el cual establece que el término para la interposición de los recursos es de 15 días perentorios y deberán resolverse en el plazo de 30 días. Comprobándose del análisis que dicha resolución sí le reconoce su derecho, pero no en los términos que él ha solicitado. La dejadez del administrado lo obligo a que luego de haber transcurrido seis años se vea en la imperiosa necesidad de volver a tener que solicitar en esta vez su reintegro de bonificación y por ello retarde la acción de la Dirección Regional de Educación, la cual ante este nuevo pedido referente a un mismo acto administrativo expedido hace ya 6 años atrás, decide emitir con fecha 25 de Julio del 2001, el Oficio N° 3913-2001-CTAR-PIURA-DREP-OADM-ESCyPENS, el cual sólo hace referencia a los resuelto en la Resolución Directoral Regional Nº 1226, disponiendo que se haga efectiva la misma sin cambio alguno, en otras palabras le otorga al Señor José Jacinto Salgado García, por única vez el beneficio de asignación por cumplir 30 años de servicio por un monto equivalente a Tres (3) remuneraciones totales permanentes. Por lo tanto, por su inacción el administrado perdió mucho tiempo dilato el proceso y logro el mismo resultado negativo en sus aspiraciones. 

En lo que respecta a la administración pública, también vulnera el Principio de Celeridad y el derecho del Administrado de cumplan los plazos legales del Procedimiento Administrativo, ya que el Sr. José Jacinto Salgado García como administrado, ha presentado su Recurso Administrativo de Apelación el 01 de agosto del 2001 y recién el 12 de Octubre del mismo año, el Consejo Transitorio de Administración Regional emite la Resolución Presidencial N° 631-2001/CTAR-PIURA-P, resolviéndolo; es decir, después de haber transcurrido más de mes y medio de presentado el recurso, excediendo largamente el plazo de 30 días que establece el Artículo 207. 2  de la Ley 27444.

A pesar de todo esto, la Resolución Presidencial N° 631-2001/CTAR-PIURA-P, es una resolución que causa estado, porque proviene de haber agotado una serie de instancias administrativas y además debió ser declarado firme porque han transcurrido los plazos legales para su impugnación sin que la persona legitimada para ello haya interpuesto dicho recurso en la fecha que correspondía según la ley.   

En lo que respecta a la interposición de recursos y reclamaciones administrativas debemos dejar en claro que el administrado actuó teniendo presente que la impugnación administrativa es un requisito previo al inicio de un proceso judicial por lo que sólo interpuso el Recurso administrativo de apelación, conforme a lo señalado en el Artículo 108°, frente a un acto administrativo que se supone viola, desconoce o lesiona un derecho o interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa mediante los recursos administrativos.

Pero, en el presente caso tal como lo indica el artículo 206 inciso 3 no cabe la impugnación de actos que sean reproducción de otros anteriores que hayan quedado firmes, ni la de los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido recurridos en tiempo y forma; por lo que se puede apreciar de lo extemporáneo en presentar el Recurso de apelación por parte del administrado señor José Jacinto Salgado García.
Debemos tener presente que el administrado no ha utilizado el recurso administrativo de reconsideración, lo que no constituye problema alguno, ya que es un recurso opcional que no impide el ejercicio del recurso de apelación, además no ha existido en el procedimiento ninguna observación y subsanación de documentos en gran medida esto se debe a que se presentaron como pruebas documentos públicos que no son cuestionables y tiene fe cierta siempre que sean fedateados, tales como liquidaciones, reportes de su estado laboral de la misma institución y normas legales, según lo establecido en el Artículo 127 inciso primero de la Ley 27444, que textualmente señala que cada entidad designa fedatarios institucionales adscritos a sus unidades de recepción documental, en números proporcionales a sus necesidades de atención, quienes, sin exclusión de sus labores ordinarias, brindan gratuitamente sus servicios a sus administrados.
Por otro lado, se especifica que con respecto a lo antes mencionado se debe tener claro que la carga de a prueba en el procedimiento administrativo se rige por el principio de impulso de oficios; es decir, las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento y ordenar la realización o practica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y solución de las cuestiones necesarias; sin embargo, el administrado también debe aportar pruebas como las antes descritas y otras tales como documentos, pericias, etc. según tal cual lo establece el Artículo 162 de la Ley 27444.

f).
Finalmente, debemos dejar claramente establecido que el presente procedimiento llegó finiquitarse no por desistimiento o abandono o silencio administrativo, sino mediante la expedición de la Resolución Presidencial N° 631-201/CTAR-PIURA-P, la cual da por agotada la vía administrativa y como se trata de un procedimiento que se había iniciado a petición del interesado, la resolución antes citada resulto congruente por las peticiones formuladas por el administrado, sin que en ningún caso llegó agravar su situación inicial según lo señala el Artículo 187 de la Ley 27444.  

2.7. Análisis de los Hechos en Relación a los Medios Probatorios 

Que, luego de haber realizado el análisis referente a los argumentos esgrimidos por el administrado, nos parece importante resaltar el hecho ya probado, que manifiesta el administrado, el cual consiste en haber cumplido 30 años de servicio, laborando en el Colegio Nacional San Miguel de Piura. Partiendo de ello y siguiendo el procedimiento administrativo hasta la etapa de expedición de la Resolución Directoral Regional Nº 1226, la que le otorgarle al Señor José Jacinto Salgado García, por única vez el beneficio de asignación por cumplir 30 años de servicio por un monto equivalente a Tres (3) remuneraciones totales permanentes, la cual resuelve con parámetros distintos a los solicitados; por ello el administrado interpone el recurso de apelación, el cual contiene un medio probatorio documental, que consiste en la Resolución Presidencial Nº 532-2001/CTAR-PIURA-P, la cual fue dada el 23 de agosto del 2001 y que declara Fundado un Recurso de Apelación siendo un caso semejante al del Señor José Jacinto Salgado García, ya que éste lo presentó en el mismo año, pero en fecha distinta, por lo tanto estos Recursos debieron ser valorados de la misma manera. Si bien es cierto, esta resolución no constituye jurisprudencia vinculante, la administración debe tener un criterio congruente frente a procedimientos parecidos; es decir, debe ser imparcial, más aún si ambas Resoluciones Presidenciales del Consejo Transitorio de Administración Regional resuelven basándose en el Artículo 09 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM; debiendo ser en ambos casos bajo lo que señala el Artículo 213 del Decreto Supremo 019-90-ED.

2.8. Análisis de los Fundamentos Jurídicos (D. Administrativo) y su Correlación con los Hechos 
Queremos manifestar previamente al análisis de los fundamentos jurídicos lo hemos desarrollado de una forma muy sucinta y limitada, ya que hemos trabajado en base ha actuados insuficientes e incompletos, debido a que la Dirección Regional de Educación de Piura nos ha proporcionado en forma parcial el expediente administrativo alegando que es imposible conseguirlo en su totalidad, ya que éste tiene doce años de antigüedad. Por lo que especificamos sólo con las piezas administrativas que contamos.

a). En lo que respecta al Administrado:
El administrado Señor José Jacinto Salgado García, ha trabajado en la Sub – Dirección de Formación General del Centro Educativo Nacional San Miguel de Piura, lo cual ha logrado comprobar mediante la presentación de la Resolución de Nombramiento y otros documentos de carácter público que él adjunto en su pedido de reconocimiento de beneficio de Asignación, amparados jurídicamente estos hechos en el Artículo 54° de la Ley de bases de la carrera administrativa y de Remuneraciones del sector público Decreto Legislativo Nº 276, Que establece cuales son los beneficios de los funcionarios y servidores públicos, en los cuales se encuentra la Asignación Por Cumplir 25 o 30 Años de servicios, la que se otorga por un monto equivalente a dos remuneraciones mensuales totales, al cumplir 25 años de servicios, y tres remuneraciones mensuales al cumplir 30 años de servicios. Se otorga por única vez en cada caso.


También, el administrado manifiesta haber laborado por el lapso de 30 años como educador, lo que prueba con la liquidación de pensiones, Resolución de Jubilación y otros documentos de carácter también público, amparados estos hechos jurídicamente en el Artículo 34° inciso c) de la Ley de bases de la carrera administrativa y de Remuneraciones del sector público Decreto Legislativo Nº 276, la cual establece que la Carrera Administrativa termina por  Cese definitivo; el Artículo 35° inciso a) señala que son causas justificadas para cese definitivo de un servidor entre ellas el limite de setenta años de edad;

Finalmente, el administrado solicita que se le reconozca el reíntegro a la Bonificación por estos 30 años de servicio equivalente a tres Remuneraciones Totales, para lo cual adjunta como medios probatorios una serie de documentos públicos, pero amparados en el sustento legal contenido en el Artículo 24° inciso c), de la Ley de bases de la carrera administrativa y de Remuneraciones del sector público Decreto Legislativo Nº 276, la cual establece que son derechos de los servidores públicos de carrera, Percibir la remuneración que corresponde a su nivel,  incluyendo las bonificaciones y beneficios que procedan conforme a ley; y en el Decreto Supremo Nº 041-2001-ED y el Artículo 52º de la Ley 24629 (Ley del Profesorado), los cuales se refieren a Remuneraciones Totales, lo cual él solicita que se le reconozca.

b). En lo que respecta a la Administración:
La entidad pública, representada por la Dirección Regional de Educación de Piura, la cual ha procedido a legitimar y no cuestionar los parámetros del aspecto laboral invocados por el administrado como medios probatorios que amparan los hechos invocados, como son su relación laboral con la institución, sus años de servicio y su jubilación.

Por otro lado, en lo que respecta a la pretensión invocada por el administrado consistente en afirmar que por haber cumplido 30 años de servicio y en cual solicita se le reconozcan sus Beneficios de Asignación por corresponderle la Remuneración Total, la administración difiere de esta, amparándose su fundamentación jurídica en el Artículo 09 del Decreto Supremo Nº 051-91 PCM, dicha norma es la normatividad legal que según esta debe aplicarse, la cual regula sobre los beneficios que corresponden a este caso y especifica que debe referirse a una remuneración total permanente.

2.9. Análisis de los Resuelto en Cada Instancia. 

En la primera instancia administrativa; es decir, en el presente caso es  la Dirección Regional de Educación de Piura, la misma que mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de Junio de 1995, en la cual se le otorga por única vez el beneficio de asignación por cumplir 30 años de servicio por un monto equivalente a Tres (3) remuneraciones totales permanentes y no como lo quería el administrado, el cual su finalidad era la remuneración total. Por lo tanto, La Dirección Regional de Educación de Piura basa su argumentación en el Artículo 09 del Decreto Supremo Nº 051-91 PCM, Norma Reglamentaria vigente, que dispone las bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos que perciben los funcionarios, directivos y servidores de la administración pública, otorgado en base al sueldo, remuneración total permanente. En este sentido, la Dirección Regional de Educación de Piura es por eso que le otorga por única vez el beneficio de asignación por cumplir treinta  años de servicio por un monto equivalente a Tres remuneraciones totales permanentes.
Por lo que consideramos que la Dirección Regional de Educación de Piura actuó conforme a la normatividad especifica vigente, toda vez que si le otorgo con Resolución Directoral Regional 1226 lo que solicitaba el administrado; es decir,  su beneficio de asignación por haber laborado sus treinta años de servicio  cumplidos el día 30 de Mayo de 1995 siendo su monto de Gratificación S/. 376.77 (Trescientos Setenta y Seis  y 77/100 Nuevos Soles de Oro).

Por otro lado, la última instancia se vio reflejada en el Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura, la misma que mediante Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR-P, la cual resuelve en su Artículo Primero Declarar INFUNDADO el Recurso de Apelación, nos parece que actuó de manera incompleta, porqué pese a lo antes descrito el Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura, se tenía que dar cuenta que la Resolución Directoral 1226 quedo consentida, ya que el administrado el señor José Jacinto Salgado García no utilizo los mecanismos impugnatorios que la ley le facultaba y que espero 6 largos años, el cual deviene en un recurso extemporáneo, dando origen a la institución administrativa de la Cosa Decidida.

Por lo que consideramos que el Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura debió resolver en la Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR-P declarar improcedente el recurso Administrativo de Apelación.
3. EXPEDIENTE JUDICIAL
3.1. Datos Generales

· Expediente: 2001-0046-20-2001-SC-01
· Juzgado: Primera Sala Civil de Piura y Sala Transitoria  Constitucional y Social de la ciudad de Lima
· Demandante: José Jacinto Salgado García
· Demandado: Presidente del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura,  Procurador Público del Ministerio de la Presidencia de Lima y Dirección Regional de Educación de Piura.
· Materia: Impugnación de Resolución Administrativa sobre Beneficio por Asignación, por haber laborado 30 años

· Vía del Proceso es el Ordinario Laboral

3.2. Situación Controvertida

· Determinar si se ha expedido con arreglo a ley  o no la Resolución Directoral Regional Nº 1226  de fecha doce de junio de mil novecientos noventicinco, que asigna por única vez  la suma equivalente a  tres remuneraciones totales permanentes y otorga la bonificación personal respectiva al recurrente.
· Determinar si se ha expedido con arreglo a ley  o no la Resolución Presidencial  Nº 631-2001/CTAR PIURA-P de fecha doce de octubre del año dos mil uno, que declara infundado el Recurso de apelación contra la  Resolución Directoral Regional antes acotada.
3.3. Hechos Nuevos Alegados por las Partes
El Demandante: 

El Señor José Jacinto Salgado García pone como fundamentos de hechos los siguientes:
· Primero, alega en su escrito de Demanda Contenciosa Administrativa laboral, que mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de Junio de 1995 se le otorgó el beneficio de Asignación por cumplir 30 años de servicios por un monto equivalente a tres Remuneraciones Totales Permanentes.

· Segundo, dice que él había solicitado información a la Dirección Regional de Educación de Piura, en el sentido de que se le informe  sobre la formula de cálculo en el otorgamiento de los beneficios, a lo que se le dijo que esa era la formula de cálculo.
· Tercero, señala además que era el momento adecuado para solicitar el reintegro de su bonificación mal calculada, pues el país se encontraba con mejores síntomas democráticos  debido a la caída de la dictadura y con un gobierno de transición, que origina que las autoridades de Educación estén al nivel de las circunstancias.

El Demandado
El Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura (CTAR), en la persona del Ing. Juan Luis Ruesta Angulo pone como fundamentos de hechos los siguientes:

· Primero, pide que se notifique con la demanda a la Dirección Regional de Educación de Piura a fin de que ejerza su derecho de defensa conforme a ley, ya que administrativamente este reclamo fue conocido en Primera Instancia  por dicha entidad Pública, lo cual significa que la decisión a recaer en el presente proceso va ha tener directa incidencia en la mencionada dependencia Pública, constituyéndose de esta manera en litisconsorcio necesario.

· Segundo, manifiesta que la Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR-PIURA-P se ha emitido conforme a derecho dicho acto administrativo, ya que ha sido emitida por órgano competente; es decir, el Presidente Ejecutivo del CTAR resuelve en última instancia administrativa.
· Tercero, manifiesta que según la normatividad debe tomarse como base para el cálculo de ese beneficio la Remuneración Total Permanente, es por eso que la Dirección Regional de Educación de Piura actuó de esa manera no existiendo transgresión de norma alguna.

El Procurador Adjunto de la Procuraduría Publica del Ministerio de la Presidencia, en la persona del Sr. Oscar  Verner Morales Chumacero pone como fundamentos de hechos los siguientes:

· Primero, que el gobierno estableció dentro de las posibilidades fiscales, las normas reglamentarias orientadas a determinar los niveles remunerativos de los funcionarios, directivos, servidores y pensionistas del Estado en el marco de Homologación, Carrera Pública y Sistema Único de Remuneraciones y Bonificaciones. Asimismo, se dispuso que a partir del 1 de abril de 1991 la remuneración principal de los funcionarios, directivos y servidores públicos se regirán  por los montos consignados; es decir, la Remuneración Total Permanente.

· Segundo,  la Gratificación  correspondiente se estableció conforme a ley, ya que el dispositivo legal adquirió fuerza de ley al haberse expedido dentro de los alcances de la Constitución Política del Perú de 1979.

· Tercero,  señala que el Tribunal Constitucional, como máximo órgano interpretativo de las Normas Legales, actualmente se viene pronunciando respecto al otorgamiento de Beneficios, Bonificaciones, Asignaciones por años de servicios y Subsidios, calculados en base a la Remuneración Total Permanente. Por lo que no existe amenaza de violación de los Derechos Constitucionales, sino una simple variación en cuanto al tratamiento legal.
· Cuarto, menciona que las Resoluciones Administrativas han sido emitidas sin incurrir en los supuestos de un acto administrativo nulo. 
Director de la Dirección Regional de Educación de Piura, en la persona de Santiago Araujo Salinas pone como fundamentos de hechos los siguientes:

· Primero, manifiesta que el propio accionante en su escrito de demanda, la Resolución Directoral Regional Nº 1226, que da origen a la disconformidad y “supuesto” desconocimiento de sus derechos laborales, fue emitida con fecha 12 de junio de 1995, tomando oportunamente pleno conocimientote su contenido.
· Segundo, señala  que a la fecha en que se suscitaron los hechos materia de la acción instaurada el plazo máximo y perentorio para presentar el Recurso de Apelación  es de 15 días, según la Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos. 
· Tercero, indica que al haber dejado de transcurrir el término legal sin la interposición oportuna de Recurso alguno, el accionante consintió la Resolución Directoral Regional Nº 1226 en todos sus extremos, tanto en lo referido a la fecha de reconocimiento de los 30 años de servicios, como en lo relativo al monto de la bonificación que se le otorgaba, dando origen a la institución administrativa de la Cosa Decidida.
· Cuarto, dice que al no cumplir el Recurso de Apelación presentado por el recurrente con los requisitos de forma exigidos por la  Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, aplicable al caso sub judice, el mismo deviene en improcedente por extemporáneo debiendo así haberse declarado en su oportunidad.
· Quinto,  debe indicarse que al haber precluido el tiempo concedido por ley al recurrente para impugnar  la resolución primigenia en la vía administrativa, su acción no se encuentra arreglada a derecho, careciendo por ello  de sustento legal alguno que ampare su pretensión, deviniendo incluso en innecesario analizar el fondo del asunto, dada la extemporaneidad  del pedido formulado.      
3.4. Nuevo Sustento Jurídico de las Partes

Fundamentos de Derecho del Demandante
Ley del Profesorado  Nº 24029

Artículo 52.- El profesor tiene derecho a percibir dos remuneraciones íntegras al cumplir 20 años de servicios, la mujer, y 25 años de servicios, el varón; y tres remuneraciones íntegras, al cumplir 25 años de servicios, la mujer, y 30 años de servicios, los varones.

Decreto Legislativo  Nº 276

Artículo 54.- Son beneficios de los funcionarios y servidores públicos:

a) Asignación por cumplir 25 ó 30 años de servicios:

Se otorga por un monto equivalente a dos remuneraciones mensuales totales, al cumplir 25 años de servicios, y tres remuneraciones mensuales al cumplir 30 años de servicios. Se otorga por única vez en cada caso.

Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, Normas Reglamentarias Sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado
Artículo 8º, inc. b: Remuneración Total.- Es aquella  que esta constituida por la Remuneración Total Permanente y los conceptos remunerativos adicionales otorgados por ley expresa, los mismos que se dan por el desempeño de cargos que implican exigencias y/o condiciones distintas al común. 

Decreto Supremo  041-2001-ED

Por el cual precisa que las Remuneraciones y Remuneraciones íntegras a que se refiere el artículo 51 y 52 Segundo párrafo de la Ley del Profesorado, de ver ser entendida como Remuneraciones Totales, tal como lo indica la definición del D.S  Nº 051-91-PCM.

Código Procesal Civil
La presente reúne los requisitos exigidos en los artículos 424 y 425 del CPC.

Artículo  424.- Requisitos de la demanda.- 

La demanda se presenta por escrito y contendrá:

1. La designación del Juez ante quien se interpone;

2. El nombre, datos de identidad, dirección domiciliaria y domicilio procesal del demandante;

3. El nombre y dirección domiciliaria del representante o apoderado del demandante, si no puede comparecer o no comparece por sí mismo;

4. El nombre y dirección domiciliaria del demandado. Si se ignora esta última, se expresará esta circunstancia bajo juramento que se entenderá prestado con la presentación de la demanda;

5. El petitorio, que comprende la determinación clara y concreta de lo que se pide;

6. Los hechos en que se funde el petitorio, expuestos enumeradamente en forma precisa, con orden y claridad;

7. La fundamentación jurídica del petitorio;

8. El monto del petitorio, salvo que no pudiera establecerse;

9. La indicación de la vía procedimental que corresponde a la demanda;

10.  Los medios probatorios; y

11. La firma del demandante o de su representante o de su apoderado, y la del Abogado. El Secretario respectivo certificará la huella digital del demandante analfabeto.(*)

(*) Inciso modificado por el Artículo 2 de la Ley N° 28439, publicado el 28-12-2004, cuyo texto es el siguiente:

"11. La firma del demandante o de su representante o de su apoderado, y la del abogado, la cual no será exigible en los procesos de alimentos. El Secretario respectivo certificará la huella digital del demandante analfabeto."

Artículo  425.- Anexos de la demanda.-

A la demanda debe acompañarse:

1.  Copia legible del documento de identidad del demandante y, en su caso, del representante;

2.  El documento que contiene el poder para iniciar el proceso, cuando se actúe por apoderado;

3.  La prueba que acredite la representación legal del demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no pueden comparecer por sí mismas;

4. La prueba de la calidad de heredero, cónyuge, curador de bienes, administrador de bienes comunes, albacea o del título con que actúe el demandante, salvo que tal calidad sea materia del conflicto de intereses y en el caso del procurador oficioso;

5. Todos los medios probatorios destinados a sustentar su petitorio, indicando con precisión los datos y lo demás que sea necesario para su actuación. A este efecto acompañará por separado pliego cerrado de posiciones, de interrogatorios para cada uno de los testigos y pliego abierto especificando los puntos sobre los que versará el dictamen pericial, de ser el caso; y

6. Los documentos probatorios que tuviese en su poder el demandante. Si no se dispusiera de alguno de estos, se describirá su contenido, indicándose con precisión el lugar en que se encuentran y solicitándose las medidas pertinentes para su incorporación al proceso.

"7.Copia certificada del Acta de Conciliación Extrajudicial, en los procesos judiciales cuya materia se encuentre sujeta a dicho procedimiento previo."(*)

 (*)Inciso 7 incorporado por la Quinta Disposición Complementaria, Transitoria y Final de la Ley N° 26872, publicada el 13-11-97 y que entrará en vigencia conjuntamente con dicha ley.
Ley Procesal del Trabajo 26636

Artículo 15º.- Requisitos de la Demanda.- La demanda se presenta por escrito y debe cumplir los siguientes requisitos: 

1. La designación del Juez ante quien se interpone. 

2. El nombre o denominación, datos de identidad, dirección domiciliaria y domicilio procesal del demandante o el de su representante, si no pudiera comparecer o no comparece por sí mismo.

3. El nombre o denominación de la persona natural o jurídica demandada, con indicación de la dirección domiciliaria donde debe ser notificada. 

4. La situación laboral del demandante, si es un trabajador individual, con indicación del tiempo de servicios, función o cargo desempeñados y la última remuneración percibida. 

5. La determinación clara y concreta del petitorio contenido, con indicación de montos cuando los derechos tengan naturaleza económica o expresión monetaria. 

6. La enumeración de los hechos y los fundamentos jurídicos de la pretensión. 

7. Los medios probatorios.

8. La firma del demandante, su representante legal o su apoderado y del abogado patrocinante. En caso que el demandante sea analfabeto, certificará su huella digital ante el Secretario de Juzgado.

Artículo 16º.- Anexos de la Demanda.- A la demanda deberá acompañarse: 

1. Copia legible del documento de identidad del demandante o en su caso, el del representante. 

2. Copia del documento que contiene el poder para iniciar el proceso cuando se actúe por apoderado.

3. Copia del documento que acredite la representación legal del demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no pueden comparecer por si mismas. Tratándose de organizaciones sindicales, se estará a lo previsto en el artículo 10º de esta Ley. 

4. Todos los medios probatorios destinados a sustentar el petitorio. Se adjuntará por separado, a este efecto, pliego cerrado de posiciones, interrogatorio para cada uno de los testigos y pliego abierto especificando los puntos sobre los que versará el dictamen pericial, de ser el caso. 

Artículo 81º.- Plazo.- El plazo para interponer la demanda es de tres (3) meses de notificada la resolución impugnada o de producida resolución ficta por silencio administrativo.
Fundamentos de Derecho del Demandado:

Consejo Transitorio de Administracion Regional de Piura:

Código Procesal Civil
Artículo  95.- Facultades del Juez respecto del litisconsorcio necesario.- 

En caso de litisconsorcio necesario, el Juez puede integrar la relación procesal emplazando a una persona, si de la demanda o de la contestación aparece evidente que la decisión a recaer en el proceso le va a afectar.

Si carece de la información necesaria, devolverá la demanda y requerirá al demandante los datos para el emplazamiento al litisconsorte.

Si el defecto se denuncia o el Juez lo advierte después de notificada la demanda, suspenderá la tramitación del proceso hasta que se establezca correctamente la relación procesal.

Artículo  442.- Requisitos y contenido de la contestación a la demanda.-

Al contestar el demandado debe:


1.  Observar los requisitos previstos para la demanda, en lo que corresponda;

2.  Pronunciarse respecto de cada uno de los hechos expuestos en la demanda. El silencio, la respuesta evasiva o la negativa genérica pueden ser apreciados por el Juez como reconocimiento de verdad de los hechos alegados;

3.  Reconocer o negar categóricamente la autenticidad de los documentos que se le atribuyen, o aceptar o negar, de igual manera, la recepción de documentos que se alega le fueron enviados. El silencio puede ser apreciado por el Juez como reconocimiento o aceptación de recepción de los documentos;

4.  Exponer los hechos en que funda su defensa en forma precisa, ordenada y clara;

5. Ofrecer los medios probatorios; y
6. Incluir su firma o la de su representante o de su apoderado, y la del Abogado. El Secretario respectivo certificará la huella digital del demandado analfabeto.

Decreto Supremo 051-91-PCM, Normas Reglamentarias Sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado
Art. 9.-  Las Bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos que perciben los funcionarios, directivos y servidores otorgado en base al sueldo, remuneración o ingreso total serán calculados en función a la Remuneración Total Permanente. 
Decreto Legislativo  Nº 276

Artículo 54.- Son beneficios de los funcionarios y servidores públicos:

a) Asignación por cumplir 25 ó 30 años de servicios:

Se otorga por un monto equivalente a dos remuneraciones mensuales totales, al cumplir 25 años de servicios, y tres remuneraciones mensuales al cumplir 30 años de servicios. Se otorga por única vez en cada caso.

Decreto Supremo 002-94-JUS

Art. 43.- (Nulidad de Actos).- Son nulos de pleno derecho los actos administrativos 
a. Dictados por órgano incompetente. 

b. Contrarios a la Constitución y a las leyes y los que contengan un imposible jurídico. 

c. Dictados prescindiendo de las normas esenciales del procedimiento, y de la forma prescrita por la ley.

Decreto Supremo 010-98-PRES

Art. 14 Inc. l.- El Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional es el órgano administrativo que resuelve en última instancia administrativa.

Procurador del Ministerio de la Presidencia
Decreto Supremo 051-91-PCM, Normas Reglamentarias Sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado
Art. 8.-  Dispone que: “Para efectos remunerativos se considera:

a) Remuneración total Permanente.- Aquella  cuya percepción es regular  en el tiempo y se otorga con carácter general para todos los funcionarios, directivos y servidores de la Administración Pública.
b) Remuneración total.- Es aquella que esta constituida por la Remuneración Total Permanente y los Conceptos Remunerativos adicionales otorgados por ley expresa, los mismo que se dan por el desempeño de cargos, que implican exigencias y/o condiciones distintas al común.

Art. 9.-  Las Bonificaciones, beneficios y demás conceptos remunerativos que perciben los funcionarios, directivos y servidores otorgado en base al sueldo, remuneración o ingreso total serán calculados en función a la Remuneración Total Permanente. 

Dirección Regional de Educacion
Decreto Supremo 002-94-JUS

ARTICULO 99º.- (Recurso de Apelación: Requisitos y Plazos).- El Recurso de Apelación se interpondrá cuando la impugnación se sustente en diferente interpretación de las pruebas producidas o cuando se trate de cuestiones de puro derecho, debiendo dirigirse a la misma autoridad que expidió la resolución para que eleve lo actuado al superior jerárquico.

El término para la interposición de este recurso es de quince (15) días y deberá resolverse en un plazo máximo de treinta (30) días, transcurridos los cuales, sin que medie resolución, el interesado podrá considerar denegado dicho recurso a efectos de interponer el Recurso de Revisión o la demanda judicial, en su caso, o esperar el pronunciamiento expreso de la Administración Pública.

3.5. Descripción del Proceso

· El 07 de Noviembre del 2001. El Sr. José Jacinto Salgado García, interpone el Proceso de Impugnación de Acto o Resolución Administrativa contra el Presidente del Consejo Transitorio de Administración Regional – CTAR PIURA, solicitando se declare la nulidad de la Resolución Presidencial N° 631-2001/CTAR.PIURA-P.

· El 08 de Noviembre del 2001. Con Resolución N° 01, la Primera Sala Civil de Piura, Admitió Provisionalmente la demanda y concede al demandante Sr. José Jacinto Salgado García, 5 días para subsanar omisión.

· El 20 de Noviembre del 2001. El demandante subsana la omisión.

· El 20 de Noviembre del 2001. Con Resolución N° 02, se Admite a tramite la demanda Contencioso Administrativa interpuesta por el Sr. José Jacinto Salgado García contra el Presidente del Consejo Transitorio de Administración Regional – CTAR PIURA en vía del proceso Ordinario Laboral y Líbrese Exhorto al Primer Juzgado Corporativo Especializado en lo Contencioso Administrativo de Lima.

· El 06 de Diciembre del 2001. Mediante Oficio N°1560-2001-PSC, la Primera Sala Especializada en lo Civil, solicita al Presidente del Consejo Transitorio de Administración Regional – CTAR PIURA remita  Expediente Administrativo.

· El 11 de Diciembre del 2001. El Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA, Sr. Juan Luis Ruesta Angulo Contesta la Demanda.

· El 19 de Diciembre del 2001. Con Resolución N° 03, se tiene por apersonado al Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA, Sr. Juan Luis Ruesta Angulo y por absuelto el traslado de la demanda.

· El 12 de Enero del 2002. Mediante Oficio N° 1250-2001-CTAR.PIURA-DREP-OTD-D, el Director Regional de Educación, remite el Expediente Administrativo del. Sr. José Jacinto Salgado García.

· El 18 de Enero del 2002. Con Resolución N° 04, la Primera Sala Especializada en lo Civil,  tiene por recepcionado el Expediente Administrativo.

· El 04 de Febrero del 2002. El Procurador Adjunto de la Procuraduría Pública del Ministerio de la Presidencia Sr. Oscar Verter Morales Chumacero, Contesta la Demanda.

· El 05 de Febrero del 2002. Con Resolución N° 05, Se reserva el proveído del escrito de contestación de la demanda hasta que el exhorto sea recepcionado.

· El 08 de Febrero del 2002. Con Resolución N° 06, Se tiene por absuelto el traslado de la demanda y se señala como fecha para Audiencia Única el 26 de febrero del año en curso a las 11:00 am.

· El 26 de Febrero del 2002. Se realiza la Audiencia de Saneamiento Procesal y Conciliación.

· El 07 de Marzo del 2002. El demandante Sr. José Jacinto Salgado García solicita nueva fecha para Audiencia.

· El 15 de Marzo del 2002. con Resolución N° 07, se señala como fecha para la Audiencia Única el 27 de Marzo del 2002 a las 11:00 am.

· El 02 de Abril del 2002. Con Res. N°08, se emplazó a la Dirección Regional de Educación de Piura, a fin de absolver el traslado de la demanda dentro del plazo de 10 días, bajo apercibimiento de declararlo rebelde.

· El 17 de Abril del 2002. El Director de la Dirección Regional de Educación Sr. Santiago Araujo Salinas, Contesta la Demanda.

· El 23 de Abril del 2002. Con Res. N° 09, Téngase por apersonado al Director Regional de Educación, por absuelto el traslado de la demanda y señálese como fecha para Audiencia Única  para el 16 de Mayo del 2002 a las 11:00 am.

· El 10 de Junio del 2002. El Fiscal Superior emite dictamen y declara Infundada la demanda interpuesta por Sr. José Jacinto Salgado García.

· El 24 de Junio del 2002. Con Resolución N° 11, Por recibido el Dictamen del Fiscal Superior y concédase a las partes el plazo de 05 días hábiles para presentar sus alegatos.

· El 02 de Julio del 2002. El demandante Sr. José Jacinto Salgado García formula Alegatos.

· El 05 de Julio del 2002. con Resolución N° 12, téngase por formulados los alegatos de la parte demandante dentro del plazo de ley.

· El 16 de Julio del 2002. con Resolución N° 13, Señálese el 02 de Agosto del 2002 como fecha para la realización de la Vista de la Causa.

· El 15 de Agosto del 2002. con Resolución N° 14, la Sentencia Declara Fundada la demanda y en consecuencia Nula la Res. Presidencial N° 631-CTAR-PIURA-P que declara infundado el Recurso de Apelación interpuesto contra la Res. Directoral Regional N° 1226 que declara Improcedente el Reintegro a la Bonificación por tres años de servicios solicitados.

· El 02 de Septiembre del 2002. El Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA, Sr. Roberto Raúl de la Cruz Azaña interpone Recurso de Apelación contra la Sentencia.

· El 04 de Septiembre del 2002. con Resolución N°15, Concedieron con efecto suspensivo la apelación interpuesta por el Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA y ordenaron se eleven los autos a la Sala Civil de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República.   

· El 30 de Octubre del 2002. El Fiscal Adjunto Supremo, emite dictamen Confirmando la Recurrida.

· El 14 de Octubre del 2004. La Sala Transitoria Constitucional y Social declara se tenga por Revocada la sentencia apelada que declara fundada la demanda y declara Improcedente la Demanda.

· El 03 de Noviembre del 2004. Con Resolución N°16, Cúmplase con lo ejecutoriado y archivase en el modo y forma de ley.

3.6. Análisis Crítico del Proceso

I. Queremos empezar el siguiente análisis, partiendo de la denominación “Contencioso Administrativo”, sabemos que este es un proceso que nos permite cuestionar ante el poder judicial cualquier acto o resolución administrativa que cause estado y aunque en este caso nuestro expediente no se ha tramitado al amparo de la Ley 27584 Ley que regula el Proceso Contencioso Administrativo, ya que se inicio el 07 de noviembre del 2001, fecha en la cual aún no regía esta ley; pero aún así, a pesar de esto queremos cuestionar un poco el uso de esta denominación (Contencioso Administrativo”); La denominación Contencioso administrativo tan arraigada en nuestro medio profesional, tanto así que existe una fiscalía superior y suprema en lo contencioso administrativo constitucionalmente prevista, salas en lo contencioso administrativo y juzgados en lo contencioso administrativo.  Por todo ello, creemos que el empleo de la expresión contencioso administrativo es errónea, si de lo que se pretende hablar es de jurisdicción de proceso. Ambos vocablos indican ya de por si que se trata de una actividad de naturaleza jurisdiccional, es así porque a nadie se le ocurriría decir jurisdicción contenciosa civil o jurisdicción contenciosa penal; proceso contencioso civil o proceso contencioso penal, la expresión lingüística correcta es proceso administrativo. El cambio de este término no generaría confusión alguna puesto que queda claro que mientras el procedimiento es una garantía para los administrados ente de la propia administración (la cual es juez y parte del procedimiento), el proceso lo es ante el Poder Judicial (que es un tercero imparcial), ya que el procedimiento y el proceso administrativo son dos partes de una misma secuencia, destinada a garantizar los derechos e intereses de los administrados frente a la administración pública, finalmente queremos manifestar que el uso de la denominación contencioso administrativo no sólo resulta antigua, ajena y redundante, sino que además la propia doctrina nacional y extranjera ofrece una mejor opción para referirnos al conjunto de ideas que ella encierra y proyecta. Como ya lo hemos dicho esta alternativa es la de “Proceso Administrativo”. En sede judicial sería más coherente hablar de proceso administrativo, al lado del proceso civil, proceso penal o proceso laboral; así cada proceso estaría denominado por la materia para cuyo tratamiento sirve.

II.  Al margen de ese aspecto lo que se ventila en este proceso son pretensiones fundadas en preceptos de derecho  administrativo y por consiguiente lo que se busca es el control jurídico por parte del Poder Judicial de las actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados.

En un primer aspecto del proceso, cuando el Sr. José Jacinto Salgado García, interpone Acción Contenciosa Administrativa Laboral, lo hace de una manera defectuosa pues obvió completar el petitorio de su demanda conforme lo expuesto en el considerando segundo y además no adjuntó copia autenticada de la Resolución Directoral Regional N° 1226, por lo que el Juez en aplicación del Principio de Favorecimiento del Proceso no rechazó liminarmente la demanda, sino que le dio un plazo de 5 días para subsanar el error.

III. Por otro lado, existió dentro del proceso una situación inquietante con respecto a determinar quién tiene verdadera legitimidad pasiva para obrar, esto puesto que en el proceso se apersonaron por parte del Consejo Transitorio de Administración Regional de PIURA tres funcionarios en representación de ésta; es decir, la demanda fue contestada por el Sr. Juan Luis Ruesta Angulo como Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA, por el Sr. Oscar Verter Morales Chumacero, como Procurador Adjunto de la Procuraduría Pública del Ministerio de la Presidencia y por el Sr. Santiago Araujo Salinas como Director de la Dirección Regional de Educación; por lo que consideramos que ante esta situación se estaría vulnerando el Principio de Igualdad Procesal, pues la condición de entidad pública no le faculta a tener que enfrentar jurídicamente a tres apersonados por la emisión de un solo acto procesal. 

Ante esta situación lo que se debe determinar es quien tiene la legitimidad para obrar pasiva en el proceso, esto se logra conociendo el contenido de la relación jurídica sustancial deducida por el demandante, por consiguiente la parte demandada será siempre una entidad pública concreta y determinada como aquella que dictó el acto objeto de impugnación, concretamente según lo previsto en el Artículo 13 de la Ley 27584 la demanda contenciosa administrativa se dirige contra la entidad administrativa que expidió en última instancia el acto o la declaración administrativa impugnada, además el Artículo I del Título Preliminar de la Ley 27444 concordante supletoriamente con el Art. 59 del Código Procesal Civil determinan qué entidades de la administración pública pueden ser demandadas en este caso, estamos hablando del Gobierno Regional y las entidades que dependan de esté, además señala que estos se someterán al Poder Judicial sin mas privilegios que los expresamente señalados en la Ley para todas las partes, a excepción de la programación de los pagos.

Con el objetivo de fijar nuestro punto de vista referente a este litisconsorte necesario pasivo que se dio en este proceso, queremos manifestar que esta confusión se origina a raíz de dos situaciones jurídicas que existían en el año 2001, que fue el año en que se inicio este proceso:

a) Primero, que aún no se promulgaba la Ley 27584, Ley que regulaba el Proceso Contencioso Administrativo y por ello no se podría aplicar el Artículo 15 inciso 15.1) de la Ley 27584, que señala que la representación y defensa de  las entidades administrativas estará a cargo de la Procuraduría Pública competente.

b)
Además, que regía en esa época para los procesos contenciosos administrativos el Código Procesal Civil, el cual en su Artículo 540 al 545, señala que se tramitaba este como proceso abreviado, en materia de impugnación de Acto Administrativo. Producto de ello el Juez fue quien decidió, amparado en el Código Procesal Civil, Artículo 543 el cual sólo señala que se necesita para ser parte legítima pasiva en este proceso ser apoderado revestido con facultades especiales. Que para todos los efectos podía ser cualquiera de ellos, pero el Juez emplazo al Sr. Santiago Araujo Salinas en calidad de Director de la Dirección Regional de Educación, éste se apersono pero finamente fue el Sr. Roberto Raúl de la Cruz Azaña en calidad de Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura – CTAR PIURA, quien siguió el proceso hasta la apelación, ya que también poseía facultades especiales tal como lo exigía en esa época el Código Procesal Civil. Todo lo antes mencionado en este punto III surge como una crítica a la norma, la cual según el Art. 95 del Código Procesal Civil, legitima y autoriza el Litisconsorcio Necesario cuando se trata de las Instituciones Administrativas dentro de un proceso Judicial. 

IV. Otro aspecto que nos llamó mucho la atención y que consideramos importante es lo relacionado a las Instancias del Proceso en este caso en particular, según el expediente la demanda se interpone ante la Primera Sala Civil de Piura amparado claro está en el Artículo 542 del Código Procesal Civil que regulaba la materia contencioso administrativa, el cual señala que “cuando la resolución objeto de impugnación es emitida por un órgano administrativo colegiado o autoridad unipersonal de carácter local o regional, es competente en primera instancia la Sala  Civil de turno de la Corte Suprema”,  analizado este artículo consideramos que efectivamente el demandante eligió correctamente esta instancia; pero es prudente que dejemos claramente establecido que en la actualidad según el Artículo 9 de la Ley 27584 – Nueva Ley del Proceso Contencioso Administrativo “es competente para conocer el proceso contencioso administrativo en primera instancia, el Juez Especializado en lo Contencioso Administrativo”.

V. Finalmente, existe un aspecto que motivó una cierta, pero tenue demora en los plazos y eso es la necesidad de que se Libre Exhorto al Primer Juzgado Corporativo Especializado en lo Contencioso Administrativo de Lima; es decir, el expediente administrativo data de un profesor que laboró bajo la tutela de la Director Regional de Educación de Piura, por consiguiente no existiría dicha necesidad del exhorto, pero esto se da porque aún las instituciones no estaban descentralizadas como ahora y cada institución dependía de los asesores jurídicos de la misma entidad pero jerárquicamente superior, actualmente eso ya no sucede ya que cada entidad pública es independiente en ese aspecto, ya que cuenta con un área legal encargada de tramitar por si sola los procesos que surjan contra esta; esto debido a la Ley de Descentralización y a la Ley de Regionalización. 

3.7 Análisis de los Hechos en Relación a los Medios Probatorios Esgrimidos en Sede Judicial:
Antes de tocar la Relación de los hechos con los Medios  Probatorios tenemos que saber cual es la  finalidad de los Medios Probatorios, la cual es acreditar los hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos controvertidos y fundamentar sus decisiones; en el presente proceso judicial se presentan los siguientes hechos:

Primero, el Señor José Jacinto Salgado García no estando conforme con la decisión tomada por la Dirección Regional de Educación de la Ciudad de Piura, interpone Recurso Administrativo de Apelación contra el oficio que le declara improcedente el reintegro a su bonificación solicitada; es por ello que en uno de sus Medios Probatorios Anexa Copia fedateada de la Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR PIURA-P, del día 12 de Octubre del 2001, emitida por el Consejo Transitorio de Administración Regional Piura – CTAR, con la cual se acredita que se Declaro INFUNDADO el Recurso Administrativo de Apelación de fecha 01 de Agosto del 2001 y a la vez da  por agotada la Vía Administrativa, en contra de don José Jacinto Salgado García contra la Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de junio de 1995, la cual le otorgó por única vez el beneficio de asignación por haber cumplido 30 años de servicios en base a tres remuneraciones totales permanentes integras ,  .
Segundo, que el Señor José Jacinto Salgado García, luego de interponer su Recurso Administrativo de Apelación esperaba una respuesta por parte de la administración y es por eso que adjunta como Medio Probatorio la Constancia de notificación de la Resolución Presidencial Nº 631-2001-CTAR PIURA-P, con la cual acredita que la misma fue entregada el 18 de Octubre del 2001.
Tercero, que luego de enterarse el Señor José Jacinto Salgado García que a un amigo le otorgaron su reintegro de bonificación es por eso que adjunta como Medio Probatorio Copia legalizada de Resolución Presidencial Nº 532-2001-CTAR PIURA-P del 23 de agosto del 2001 dictada en los casos administrativos seguidos por el profesor Juan José Palacios Silupú sobre reintegro de bonificación por 25 años de servicio, con la cual acredita que contradictoriamente la Presidencia del Consejo Transitorio de Administración Regional de la ciudad de  Piura sí reconoce el derecho al reintegro a otro administrado, más no a él; por lo que debió hacerse sobre la base de una remuneración total o integra como lo establece el Reglamento de la ley del Profesorado.
Cuarto, que luego de presentar una solicitud el señor José Jacinto Salgado García, en la cual pide su reintegro de su bonificación mal calculada, la Dirección Regional de Educación de Piura, le contesta mediante  Oficio Nº 3913-CTAR-DREP del 25 de julio del 2001, con el cual acredita que se le declaró improcedente  los reintegros.
Quinto, siendo una entidad pública la Dirección Regional de Educación de Piura, y siendo su representante el Señor Santiago Araujo Salinas, es por eso que presenta como medio probatorio copia de la Resolución Ministerial Nº 310-01-ED, con la cual acredita tener la representación sobre  la Dirección Regional de Educación de Piura. 
Sexto,  igualmente por el hecho de que el señor José Jacinto Salgado García solicito su Beneficio de Asignación, por haber cumplido 30 años de servicios en el Centro educativo Nacional San Miguel de Piura como sub director de formación General y dando respuesta la Dirección Regional de Educación sobre su pedido; es por eso que anexa Copia de la Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de junio de 1995, en la cual se acredita que se  le otorga por única vez el beneficio de asignación por cumplir 30 años de servicio por un monto equivalente a Tres (3) remuneraciones totales permanentes integras.

3.8. Análisis Jurídico de los Hechos, Medios Probatorios y de las Normas Aplicadas para Dilucidar el Caso.
3.8.1. Derecho Positivo

Ley Procesal del Trabajo 26636

Artículo 15º.- Requisitos de la Demanda.- La demanda se presenta por escrito y debe cumplir los siguientes requisitos: 

1. La designación del Juez ante quien se interpone. 

2. El nombre o denominación, datos de identidad, dirección domiciliaria y domicilio procesal del demandante o el de su representante, si no pudiera comparecer o no comparece por sí mismo.

3. El nombre o denominación de la persona natural o jurídica demandada, con indicación de la dirección domiciliaria donde debe ser notificada. 

4. La situación laboral del demandante, si es un trabajador individual, con indicación del tiempo de servicios, función o cargo desempeñados y la última remuneración percibida. 

5. La determinación clara y concreta del petitorio contenido, con indicación de montos cuando los derechos tengan naturaleza económica o expresión monetaria. 

6. La enumeración de los hechos y los fundamentos jurídicos de la pretensión. 

7. Los medios probatorios.

8. La firma del demandante, su representante legal o su apoderado y del abogado patrocinante. En caso que el demandante sea analfabeto, certificará su huella digital ante el Secretario de Juzgado.

Artículo 16º.- Anexos de la Demanda.- A la demanda deberá acompañarse: 

1. Copia legible del documento de identidad del demandante o en su caso, el del representante. 

2. Copia del documento que contiene el poder para iniciar el proceso cuando se actúe por apoderado.

3. Copia del documento que acredite la representación legal del demandante, si se trata de personas jurídicas o naturales que no pueden comparecer por si mismas. Tratándose de organizaciones sindicales, se estará a lo previsto en el artículo 10º de esta Ley. 

4. Todos los medios probatorios destinados a sustentar el petitorio. Se adjuntará por separado, a este efecto, pliego cerrado de posiciones, interrogatorio para cada uno de los testigos y pliego abierto especificando los puntos sobre los que versará el dictamen pericial, de ser el caso. 
Artículo 17º.- Inadmisibilidad de la Demanda.- La demanda presentada sin los requisitos o anexos antes señalados será admitida provisionalmente, pero no tramitada, debiendo el Juez indicar con claridad los que se hayan omitido para que sean presentados en un plazo de hasta cinco días, vencido el cual, sin haber satisfecho el requerimiento, se tiene por no presentada, ordenándose su archivamiento y la devolución de los recaudos.

Artículo 21º.- Contestación de la Demanda.- La demanda se contesta por escrito. El demandado debe: 

1. Observar los requisitos previstos para la demanda en lo que corresponda.

2. Exponer los hechos en que funda su defensa en forma precisa, ordenada y clara, contradiciendo cada una de las pretensiones expuestas o allanándose a las mismas, de ser el caso. 

3. Proponer la compensación de los créditos exigibles al demandante, de ser el caso. 

4. Ofrecer los medios probatorios. 

5. Proponer o deducir las oposiciones o tachas contra los medios probatorios ofrecidos por el demandante, así como el reconocimiento o negación de los documentos que se le atribuyen. 

6. Incluir su firma o la de su representante o apoderado y la del abogado patrocinante. En caso que el demandado sea analfabeto, deberá certificar su huella digital ante el secretario del juzgado. 

7. En el caso de las personas jurídicas que cuenten con más de un representante con facultades suficientes, al apersonarse al proceso deberán indicarlo a fin de que cualquiera de ellos pueda asistir a la audiencia.

Artículo 22º.- Anexos de la Contestacion.- A la contestación se acompañan los mismos anexos exigidos para la demanda en el artículo 16º de esta Ley, en lo que corresponda.

Artículo 52º.- Apelación.- Constituye requisito de procedencia del recurso su debida fundamentación, la cual debe precisar el error de hecho o de derecho presente en la resolución y el sustento de la pretensión impugnativa. Unicamente se presentarán documentos en el recurso de apelación o en su absolución, cuando hayan sido expedidos con posterioridad al inicio del proceso. 

El recurso de apelación se interpone en el plazo de cinco (5) días desde la notificación de la resolución que se impugna, a excepción del proceso sumarísimo, que se rige por sus propias normas.

Artículo 53º.- Procedencia de la Apelación.- Procede la apelación contra: 

1. Las sentencias de primera instancia. 

2. Los autos que pongan fin a la instancia. 

3. Los autos que se expidan en el curso del proceso antes de la sentencia, en cuyo caso se concede con la calidad de diferida. 

4. Los autos que se expidan después de dictada la sentencia, en cuyo caso se concede sin efecto suspensivo, salvo que el Juez decida concederla con efecto suspensivo en resolución debidamente fundamentada. 

El plazo para la apelación de autos es de tres (3) días.

Artículo 62º.- Plazos para la Contestación a la Demanda y para Emitir Sentencia.- El plazo para contestar la demanda es de 10 días. 

El plazo para emitir sentencia es de 15 días luego de la audiencia única o de concluida la actuación de pruebas.

Artículo 63º.- Señalamiento de Fecha para Audiencia.- Contestada la demanda, el Juez notifica la misma al demandante concediéndole un plazo de 3 días para la absolución escrita de las excepciones y cuestiones probatorias propuestas por el demandado, quien absolverá las cuestiones probatorias propuestas contra sus pruebas en la audiencia única. En la misma resolución señala día y hora para dicha diligencia, la que debe realizarse dentro de un plazo máximo de quince (15) días.

Artículo 65º.- Saneamiento Procesal.- Iniciada la audiencia el Juez actúa las pruebas referidas a las excepciones que hubieran sido propuestas; luego, de oficio, y aún cuando el emplazado hubiese sido declarado rebelde, emitirá en el mismo acto resolución declarando: 

1. La validez de la relación jurídico procesal. 

2. La nulidad y consiguiente conclusión del proceso por invalidez insubsanable de la relación, precisando sus defectos. 

3. La suspensión de la audiencia, concediendo un plazo de cinco días para la subsanación de los defectos si estos lo permitieran. 

Subsanados los defectos, el Juez señalará fecha para la audiencia; en caso contrario, declarará concluido el proceso.

Artículo 67º.- Fijación de Puntos Controvertidos.- De no haber conciliación, con lo expuesto por las partes, el Juez procederá a enumerar los puntos controvertidos y, en especial, los que serán materia de prueba, resolviendo para tal efecto las cuestiones probatorias. A continuación, ordenará la actuación de los medios probatorios ofrecidos relativos a las cuestiones controvertidas en la misma audiencia.

Artículo 79º.- Regulación y Objeto.- El proceso contencioso-administrativo en materia laboral se regula por las normas previstas para el proceso ordinario laboral y por las contempladas por este Capítulo y tiene por objeto la declaración de nulidad del acto o resolución administrativa que se impugna.

Artículo 80º.- Procedencia.- Procede la impugnación de acto o resolución de la Autoridad Administrativa de Trabajo o de la Administración en general, que haya causado estado, se refieran a derechos del régimen laboral de la actividad privada o del régimen público cuando en este último caso, se haya agotado y seguido la vía administrativa correspondiente.

Artículo 83º.- Anexo Especial de la Demanda.- El demandante debe acompañar a su demanda copia autenticada de las resoluciones que impugna, con la respectiva constancia de notificación a fin de acreditar el fin de la instancia administrativa.

Artículo 84º.- Remisión de Actuados Administrativos.- Al admitir a trámite la demanda se ordena que la Autoridad emplazada remita el expediente, los informes y documentos relativos a la resolución o acto impugnado.

Tercera Disposiciones Derogatorias, Sustitutoria y Finales.- En lo no previsto por esta Ley son de aplicación supletoria las normas del Código Procesal Civil.

CÓDIGO PROCESAL CIVIL

Artículo  172.- Principios de Convalidación, Subsanación o Integración.- 

Tratándose de vicios en la notificación, la nulidad se convalida si el litigante procede de manera que ponga de manifiesto haber tomado conocimiento oportuno del contenido de la resolución.

Hay también convalidación cuando el acto procesal, no obstante carecer de algún requisito formal, logra la finalidad para la que estaba destinado.

Existe convalidación tácita cuando el facultado para plantear la nulidad no formula su pedido en la primera oportunidad que tuviera para hacerlo.

No hay nulidad si la subsanación del vicio no ha de influir en el sentido de la resolución o en las consecuencias del acto procesal.

El Juez puede integrar una resolución antes de su notificación. Después de la notificación pero dentro del plazo que las partes dispongan para apelarla, de oficio o a pedido de parte, el Juez puede integrarla cuando haya omitido pronunciamiento sobre algún punto principal o accesorio. El plazo para recurrir la resolución integrada se computa desde la notificación de la resolución que la integra.

El Juez superior puede integrar la resolución recurrida cuando concurran los supuestos del párrafo anterior.

Artículo  203.- Citación y concurrencia personal de los convocados.- 

La fecha fijada para la audiencia es inaplazable y se realizará en el local del Juzgado. A ella deberán concurrir personalmente las partes, los terceros legitimados y el representante del Ministerio Público, en su caso. Las personas jurídicas y los incapaces comparecerán a través de sus representantes legales. Las partes y terceros legitimados pueden concurrir con sus Abogados.

Salvo disposición distinta de este Código, sólo si prueba un hecho grave o justificado que impida su presencia, el juez autorizará a una parte a actuar mediante representante.

Si a la audiencia concurre una de las partes, ésta se realizará sólo con ella. 

Si no concurren ambas partes, el juez declara concluído el proceso.(*)

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 26635, publicada el 23-06-96, cuyo texto es el siguiente:

Artículo  203.- Citación y concurrencia personal de los convocados.- 

La fecha fijada para la audiencia es inaplazable, salvo el caso previsto en el último párrafo, y se realizará en el local del juzgado. A ella deberán concurrir personalmente las partes, los terceros legitimados y el representante del Ministerio Público, en su caso. Las personas jurídicas y los incapaces comparecerán a través de sus representantes legales. Las partes y terceros legitimados pueden concurrir con sus abogados.

Salvo disposición distinta de este Código, sólo si prueba un hecho grave o justificado que impida su presencia, el juez autorizará a una parte a actuar mediante representante.

Si a la audiencia concurre una de las partes, ésta se realizará sólo con ella. Si no concurren ambas partes, el juez fijará nueva fecha para su realización. Si en la nueva fecha tampoco concurren, el juez dará por concluido el proceso."

Artículo  212.- Alegatos.- 

Dentro de un plazo común que no excederá de cinco días desde concluída la audiencia, los Abogados pueden presentar alegato escrito, en los procesos de conocimiento y abreviado.

Artículo  364.- Objeto.- 

El recurso de apelación tiene por objeto que el órgano jurisdiccional superior examine, a solicitud de parte o de tercero legitimado, la resolución que les produzca agravio, con el propósito de que sea anulada o revocada, total o parcialmente.

Artículo  371.- Procedencia de la apelación con efecto suspensivo.- 

 Procede la apelación con efecto suspensivo contra las sentencias y autos que dan por concluído el proceso o impiden su continuación, y en los demás casos previstos en este Código.

En cuanto al Análisis del Derecho Positivo se puede observar que si bien es cierto que la normatividad utilizada en el proceso concuerda con cada una de las Resoluciones Judiciales, llámense autos, Decretos y Sentencias se puede observar que existió una grave arbitrariedad, ya que se debió declarar improcedente en la Resolución Número uno debido a que se trata de dos pronunciamientos, sobre solicitudes distintas y en tiempos distintos, uno el 12 de junio de 1995 sobre otorgamiento de la bonificaciones de remuneración por 30 años de servicio y otro por reintegro de bonificación; siendo el primero de ellos que luego de habérsele otorgado las remuneraciones por servicios, no se habría agotado la vía administrativa, permitiendo de esta manera que la referida resolución quede firme. Respecto al segundo caso, se advierte que el recurso de apelación esta dirigido a cuestionar el resultado adverso en el Acto Administrativo contenido en el Oficio Nº 3913, el cual fue declarado infundado por el Consejo Transitorio de Administración Regional y por ende recién en este caso agotada la vía administrativa. Es decir, que la Primera Sala civil de Piura no debió admitir provisionalmente la demanda Contenciosa Administrativa Laboral, porque no se había agotado la vía administrativa respecto de la Resolución Directoral Regional 1226, por el contrario el señor José Jacinto Salgado García la consintió al no utilizar los mecanismos que la ley le facultaba en ese entonces. Por lo que se debió evitar seguir continuando con el proceso judicial 
3.8.2. Derecho Comparado


Francia y el Contencioso-Administrativo. Evolución a la Fecha
Consideramos que ningún autor que analice la materia contencioso-admi​nistrativa pueda omitir referirse al sistema francés, no sólo porque allá se origi​nó a partir de los años de la Revolución Francesa, sino porque a través de más de 150 años transcurridos, su evolución ha servido en el mundo, de pauta y orientación para gran cantidad de países, sobre todo, en las comunidades de la órbita latina y occidental
. 

Ha sido el primer sistema en surgir, aunque simultáneamente al angloame​ricano, que tiene similar importancia, pero con distintas notas características, como veremos en estos mismos estudios. 

El sistema francés creó dentro de la propia administración a la jurisdicción contencioso-administrativa, actuando ésta consecuentemente en forma inde​pendiente del Poder Judicial
. 

Un año después, Leternour se refiere a una de las leyes de 1791-1a 7-14 de octubre que establecía que "las reclamaciones de incompetencia respecto de los cuerpos administrativos no incumben en ningún caso a los Tribunales, deben ser llevados ante el Rey, jefe de la Administración General". M. Leternour atribuye este modesto origen que a la vez inicia la corriente distinta al sistema judicialista, como contralor de los actos de la Administración Pública, así como su juzgamiento
. 

En una primera fase el sistema no ofrecía garantía alguna para los adminis​trados, con un modelo de jurisdicción retenida, evolucionando a mediados del siglo XIX con altibajos hasta que se estableció el otro modelo de jurisdicción delegada en forma definitiva por ley del 24 de mayo de 1872, al reservar las decisiones de los litigios administrativos al Consejo de Estado, órgano inde​pendiente a la administración activa. 

A partir de esa ley, en cuanto al ejercicio de las funciones jurisdiccionales, el sistema francés se ha estructurado sobre la base de dos instituciones funda​mentales: 

a.- Los denominados Tribunales Administrativos; y 

b.- El Consejo de Estado. 

Asimismo, al contar con dos vías procesales conocidas universalmente, a saber: 

a.- El recurso por exceso de poder o de anulación, que no requiere el patroci​nio necesario de abogado; y 

b.- El de plena jurisdicción que sí exige el patrocinio profesional porque se persigue referentemente el pago de una indemnización
. 

Aun cuando juzga el Consejo de Estado en forma directa en algunas cues​tiones de singular importancia, su función principal es la de desempeñarse como Tribunal Revisor de los Tribunales Administrativos. 

En 1953 se produjo un importante cambio en relación a lo contencioso administrativo francés por Decreto del 30 de septiembre de dicho año, al conver​tir a los antiguos Consejos de Prefectura en Tribunales Administrativos Juris​diccionales de Derecho de Primera Instancia, competentes para conocer el contencioso general de los actos y operaciones de la Administración Pública a fin de desahogar el registro de causas del Consejo de Estado; hasta entonces el único competente del contencioso-administrativo de anulación, así como de plena jurisdicción
. 

Señala este autor francés que los Tribunales Administrativos que se orga​nizaron en número de 33, cada uno con jurisdicción interdepartamental, cum​plieron con su tarea de juzgar en Primera Instancia un contencioso, que sin embargo excedía tanto su capacidad como la del Consejo de Estado. 

A partir de 1971, según el mismo autor el mal empezó a incrementarse resultando el sistema cuestionado, como lo fue al finalizar la segunda guerra mundial a fines de los años 40, pero justificado en ese entonces, según otro autor al que hemos revisado, por la carencia de personal especializado, de​saparecido con la conflagración mundial y ocupación de Francia por los nazis
. 

Para los años 80, se crean nuevas plazas de magistrados, pero es la ley del 31 de diciembre de 1987, la que con la ayuda de la informática permite solucio​nar en parte los problemas que dicté en esta suscinta reseña evolutiva y con​ciernen al país galo, que según sugiere Viargues debe ser más la solución cualitativa y con la nueva ley, así como la solución al problema cuantitativo de estos últimos años. 

De la nueva y última ley de 1987 nos ocupamos en este capítulo. 

Consideramos que el sistema francés pasa por las siguientes dos etapas: 

Primera fase: Edad Teológica. Hasta mediados del siglo pasado, el princi​pio de irresponsabilidad del Estado predomina; pues la única garantía que se ofrece a la víctima es la responsabilidad del propio funcionario autor del daño, responsabilidad exigible a éste en los términos del Código Civil y ante los Tribu​nales ordinarios. 

Se exige sin embargo como requisito para exigir la responsabilidad perso​nal del funcionario, surgirá la responsabilidad propia de la Administración (patri​monial), gracias al Consejo de Estado que evoluciona en este siglo. Considerán​dose "Impersonalmente" responsable a la administración por sus agentes sin que rija el Código Civil y excluyendo la intervención de los tribunales ordinarios. 

Segunda fase: Sistema apoyado en la idea de falta, alejándose de la no​ción tradicional de culpa.- Así basta que se acredite el daño sufrido para que la Administración quede comprometida.- Ejemplo, Desperfectos anormales cau​sados en la vía pública por el paso de vehículos militares (año 1956).- Asemejándose, aunque en parte a lo que quería el maestro Duguit que el sistema francés sobre la responsabilidad del Estado basado en un fundamento objetivo como el riesgo social. Una especie de seguro social soportado por la caja co​lectiva, por razones de solidaridad nacional en provecho de los que sufren el perjuicio a causa del mal funcionamiento de los servicios públicos. 

Debemos señalar que a partir de 1872 se admite como un verdadero "re​curso ordinario", aliado del de "plena jurisdicción" el recurso de "exceso de poder" pasándose del sistema de justicia retenida al de justicia delegada pro​piamente jurisdiccional. 

A partir de aquí se perfila la figura que Hauriou calificó como la maravilla de arqueología jurídica y que sin duda es una de las más grandes construcciones de la Historia del Derecho de todos los tiempos. 

Se convirtió a partir de 1872 de simple vía de petición o denuncia, en un verdadero proceso por medio del cual se asegura el cumplimiento de la ley por la Administración. 

Sin embargo, en realidad, se da o abre proceso al acto, que según Laferrie​re y Houriou, como en la Edad Media se abría proceso a un cadáver, pues la sentencia sólo puede concluir en la simple anulación del acto administrativo atacado si el recurso es fundado sin otros alcances, será exigiéndose al recurrente un "interés" personal y directo en el asunto. Según Hauriou se trata de una especie de acción pública que el interesado estaría encargado de intentar en interés de todos: procedimiento contencioso de introspección administrativa. 

Según la jurisprudencia francesa anterior a los años 80, se trata de una exigencia de un requisito de seriedad franqueado o superado el cual el Tribunal se concentra en el examen del fondo de la legalidad del acto, único objeto del fallo. 

Como acción por desviación de poder nacido en Francia, se incluye en el apéndice -Tomo VII de la Enciclopedia Omeba - 1996 - como exceso de com​petencia de la función administrativa. 

La Reforma del Contencioso-Administrativo Francés en Años Recientes
La ley del 31 de diciembre de 1987, constituye la más importante reforma del contencioso-administrativo francés. 
Según Tawil que sobre esta materia obtuvo el grado académico de Doctor de Derecho en Buenos Aires en trabajo reciente, señala
 que dicha ley de Reforma consta de 17 artículos; crea las "Cortes administrativas de apelacio​nes con competencia para conocer respecto de apelaciones contra decisiones de los Tribunales Administrativos. Así mismo en relación a los litigios, a elec​ciones municipales o cantonales y de aquellos recursos por exceso de poder. Son estas Cortes creadas por la ley de 1987, transformadas en Tribunales como jueces de apelación de Derecho Común del contencioso-administrativo francés "reemplazando en gran medida lo que conocía el Consejo de Estado". 

La reforma anterior de 1953 que no se atrevió a sustraer materias propias y siempre exclusivas del Consejo de Estado, manteniendo para este organismo el conocimiento sólo para la casación. 

Cada una de estas Cortes de apelaciones, son presididas por un Consejero de Estado, siendo sus integrantes designados por el Presidente de la Repúbli​ca a propuesta de una Comisión de Selección presidida por el Presidente de la Sección contenciosa del Consejo de Estado, resultando los funcionarios desig​nados equiparables a los magistrados del Poder Judicial de otros países, que lleva a escribir a Eduardo García de Enterria como "La crisis del contencioso​administrativo francés y el fin de un paradigma"
. 

Este renombrado autor destaca críticas efectuadas en revistas jurídicas de Francia en el sentido que el contencioso-administrativo está enfermo y que todos los especialistas que lo han visitado, lo han diagnosticado así. 

Considera que no es una Reforma en el fondo sino simplemente intentar un remedio al creciente atasco de asuntos contenciosos ante el Consejo de Esta​do que informa las siguientes cifras alarmantes: 

25,000 asuntos pendían de sentencia, si se vienen fallando unos 7,000 recursos al año, ingresaban en el mismo período unos 9,000 nuevos recur​sos. Si a estas cifras se agrega que los Tribunales Administrativos en la Instancia tenían pendientes de sentencia 1 00,000 recursos, existe un ele​mental asombro y preocupación, haciendo una pintoresca referencia que ocurra en Francia de estos últimos tiempos sobre un sistema tan estable, tradicionalmente tan prestigioso, se da el fenómeno de enfrentarse a un contencioso-administrativo de masa. 

Se atribuye al Consejo de Estado de siempre sólo la función de conocer en casación, aunque conserva competencia originaria en aquellos supuestos en que la naturaleza de la cuestión debatida así lo requiera y conservándose la de ser tribunal de alzada, en casos de contencioso-electoral y del "exceso de po​der" sino se trata de impugnación de actos administrativos individuales; se cri​tica sin embargo el procedimiento previo para que se admita y proceda el recur​so de casación. 

Según el mismo García de Enterria el trámite previo es un intento de disua​dir la iniciación de nuevos recursos contenciosos mediante la instauración de "recurso administrativo o de conciliación", al que pueda seguir un sistema de arbitraje (limitado a asuntos de contratos o de responsabilidad extracontractual que son el terreno del contencioso de plena jurisdicción), son en la práctica los instrumentos en que se confía para aligerar el descongestionamiento de las cifras que se mencionan
. 

Dice el mencionado autor que la benemérita institución ha consolidado for​midables créditos históricos no sólo en Francia, sino fuera de ella, en el mundo entero de un sistema de garantías de los ciudadanos frente a la Administración, pero en la reconstrucción del sistema ha debido merecer no una Reforma coyuntural, sino profunda, no dejando sólo en manos de la jurisprudencia como era antes sino en manos del legislador que debe cortar los nudos gordianos existentes. 

Considera según cita de autores y magistrados del contencioso francés que la nueva leyes un punto de partida pero no de llegada. 

Lo Contencioso-Administrativo Español en el Siglo XIX

España se ha caracterizado por contar con un contencioso-administrativo, tomado del Sistema francés, que según García de Enterria se inició a fines del siglo XIX y con la llamada ley Santa María de Paredes con el antecedente de la Ley Camacho de 1881, reconociéndose e incorporándose el recurso de "exce​so de poder" o de anulación vía jurisprudencia y no por doctrina, como sí se desarrolló en Alemania que profundizó el sentido de los derechos públicos sub​jetivos a fin de extender las posibilidades limitadas por la ley
. 

A fines del siglo XIX España, si bien recibe la influencia francesa, lo hace con matices propios por la situación de ruptura de sus últimos dominios en América y Asia (Cuba y Filipinas), respectivamente, anotando en cuanto a la responsabilidad de los funcionarios administrativos que el Código Civil de 1884 en el arto 1903 señalaba que el Estado no respondía a los daños que éste como tal, pudiese ocasionar por culpa y negligencia, con lo cual llegaba a fines del siglo anterior a una situación de irresponsabilidad absoluta del Estado. 

España contó con una temprana ley de la jurisdicción contencioso-adminis​trativa del13 de setiembre de 1888, que según el mismo autor dio mayor impor​tancia a las formas, restringiendo los actos discrecionales de la Administración; señalando que tuvo como antecedente a la denominada ley Camacho del 31 de diciembre de 1881 y luego se reforzó con la ley Azcárate del19 de octubre de 1889, agregándose a esta la ley de abril de 1890 sobre los primeros reglamen​tos ministeriales
. 

Explica el mencionado autor a quien seguimos, al ocuparse sobre la juris​dicción contencioso-administrativa, que toda estructura del Derecho Adminis​trativo descansa sobre dos pilares, a saber: 

a.- La teoría del contencioso-administrativo contra las decisiones de la Admi​nistración Pública; y 

b.- La responsabilidad patrimonial de ésta por los daños que de su actividad puedan resultar para los particulares. 

El control jurisdiccional de la actividad administrativa tiene su base en el principio de legalidad; luego debe considerarse la peculiar situación o posición jurídica en que se halla la Administración en relación con la justicia para ense​guida analizar la significación dentro de la teoría del acto administrativo de la decisión ejecutoria, así como todo el extenso instrumental que a dichos actos y decisiones rodea, que exigen la existencia de tribunales llamados a valorar y enjuiciar "a posteriori" actos y conductas ya producidas. 

Si nos referimos al siglo anterior en España, como lo hicimos en el caso de Francia, para remontarnos hasta 1790, consideramos que el contencioso-ad​ministrativo es en cierto modo la historia misma del Derecho Administrativo típico que reconoce en la jurisprudencia del Consejo de Estado francés, que creó primero unas vías de protección no previstas inicialmente por la ley, para luego institucionalizar principios de un nuevo "Corpus Institucional y científico". 

La raíz histórica es pues importante en relación a Francia y España porque se trata de un determinado modo de entender el Estado de Derecho que sur​giendo de la Revolución Francesa, el control de los actos de poder mediante la jurisdicción contencioso-administrativa, se garantiza el correcto uso de ese po​der dentro de los límites que impone el Derecho a través de un lento proceso evolutivo que varió incluso el significado específico de los vocablos "Jurisdic​ción" y "contencioso". 

En efecto en cita de Montesquieu el término o vocablo de jurisdicción se considera como localización de la nueva jurisdicción en un órgano, y lo conten​cioso como fórmula del Consejo de Estado, órgano de la Administración y juez de la misma. El contencioso-administrativo nace, como un "autocontrof" de la Administración sobre sí misma, carácter que en Francia tendrá el carácter de "retenida" hasta la ley del 24 de mayo de 1872 y en España en la ley de 1845 con jurisdicción "retenida" crean a partir de la llamada ley Santa María de Pare​des del 13 de septiembre de 1888
, 

Se considera después de la ley Santa María de Paredes en este período de tiempo a la "Ley Maura"de 05 de abril de 1904, caracterizada por su judicialización y supresión del contencioso-administrativo del Consejo de Estado, trasla​dado al Tribunal Supremo, creando en este último una Sala para lo contencioso-administrativo con iguales derechos y rango que las otras tradicionales Sa​las en lo Civil y lo Penal, dejando por tanto en España y a partir de esta ley, de ser diferente lo contencioso-administrativo a la justicia común, siendo simplem​ente una especialidad más. 

3.8.3 Doctrina

Concepto y Definición del Proceso Contencioso Administrativo
Es un medio en virtud del cual los particulares administrados que se sienten afectados por la falta o la indebida aplicación de una ley administrativa, que vulnere sus derechos , por las autoridades fiscales o ejecutoras de la administración publica, puede acudir a los tribunales administrativos, para que de acuerdo con los procedimientos que establece la ley de la materia, los titulares de estos órganos determinen si en efecto, los órganos de la administración publica a los que se les imputa la violación cometida la han realizado o no y en caso afirmativo declaren la procedencia del procedimiento de lo contencioso y administrativo y consecuentemente la nulidad o revocación del acto impugnado.

En consecuencia debe definirse como: un medio que tiene el gobernado para que un acto administrativo sea revisado por una autoridad diferente a la que lo ha emitido, a efecto que se determine la legalidad del mismo y consecuentemente la validez o invalidez del propio acto impugnado.

Andrés Serra Rojas siguiendo a Manuel J. Argañaras sobre el contencioso administrativo dice que el contencioso administrativo es el juicio o recurso que se sigue en unos sistemas, ante los tribunales judiciales y en otros ante tribunales administrativos autónomos, sobre pretensiones fundadas en preceptos de derecho administrativo que se litigan entre particulares y la administración publica, por los actos ilegales de esta que lesionan sus derechos.

Proceso Contencioso Administrativo
Cuando se haya agotado la vía administrativa, cuando se haya expedido resolu​ción que cause estado, los administrados puede recurrir ante el Poder Judicial para reclamar su derecho. Nuestra Constitución en su artículo 1480 establece: "Las Reso​luciones Administrativas que causen estado son susceptibles de impugnación mediante la Acción Contencioso Administrativa". 

El proceso contencioso administrativo es el mecanismo ordinario previsto por nues​tro ordenamiento constitucional para el control jurisdiccional de la actuación de los entes administrativos y que tiene por finalidad la defensa de los derechos e intereses de los ciudadanos, garantizando que la actividad administrativa se encuentre some​tida al principio de legalidad. 

Por lo que podemos definir al proceso contencioso administrativo como el proce​so que se interpone ante el Poder Judicial después de haber agotado la vía adminis​trativa, para determinar la validez o reconocimiento del acto administrativo de la Ad​ministración Pública
. 

El profesor Giovanni Priori indica: "En efecto, el proceso contencioso administra​tivo es un proceso, pues es un instrumento por medio del cual se despliega la función jurisdiccional del Estado: De esta manera cuando un ciudadano acude al Poder Judi​cial planteando una demanda contencioso administrativa, formula una pretensión ante el Órgano jurisdiccional para que este brinde una efectiva tutela a una situación jurí​dica subjetiva que ha sido lesionada o que viene siendo amenazada por una actua​ción ilegal o inconstitucional de la Administración, realizada en el ejercicio de la fun​ción administrativa. Ante ello, el Poder Judicial notificará a la Administración Pública para que ejerza su defensa, posteriormente se actuarán las pruebas, luego de lo cual se expedirá una resolución imparcial que adquirirá la calidad de cosa juzgada''.
 

En nuestro país el proceso contencioso administrativo es un proceso civil en el cual se controvierte la validez o la eficacia de las resoluciones, actos administrativos o actos materiales de la Administración Pública. Son procesos cuyo contenido son litis o incertidumbres jurídicas de naturaleza administrativa. 

Es errónea la denominación que le da la Ley de "Proceso Contencioso Administra​tivo" error que proviene de la denominación de "acción contenciosa administrativa" concedida en el artículo 1480 de la Constitución. En efecto, es un proceso contencio​so porque hay litis o incertidumbre jurídico-administrativa que requiere declaración judicial, pero no es un proceso administrativo sino judicial. Para expresarlo con ma​yor propiedad el procedimiento administrativo es anterior al proceso judicial
. 

El artículo 10 de la Ley del Proceso Contencioso Administrativo N° 27584 estable​ce: "La acción contencioso administrativa prevista en el artículo 1480 dela Constitu​ción Política tiene por finalidad el control jurídico por el Poder Judicial de las actuacio​nes de la Administración Pública sujetas al Derecho Administrativo y la efectiva tutela de los derechos e intereses de los administrados". 

Para los efectos de esta ley, la acción contencioso administrativa se denominará proceso contencioso administrativo. 

El Dr. Julio A. Fernández Cartagena, en su artículo publicado en el Diario Oficial El Peruano: "El Proceso Contencioso Administrativo"
, dice: 

"En el proceso contencioso administrativo los particulares haciendo uso de su derecho de acción, solicitan tutela jurisdiccional frente a los actos de la administra​ción pública. Así, el proceso contencioso administrativo es el instrumento mediante el cual se despliega la función jurisdiccional del Estado no solo para revisar la legalidad del acto administrativo, sino también para que el administrado pueda plantear una pretensión solicitando tutela efectiva frente a la situación jurídica subjetiva que ha sido vulnerada o amenazada por la actuación administrativa. 

En ese sentido, podemos decir que el proceso contencioso administrativo es la manifestación de un sistema de plena jurisdicción, el cual tiene por objeto: (i) el con​trol netamente jurídico de la actuación administrativa y (ii) la efectiva vigencia y res​peto de las situaciones jurídicas subjetivas de los administrados. 

En todo proceso es parte activa o demandante la que ejercita el derecho de acu​dir ante el juez afirmando la titularidad de un derecho o de un interés y solicitando el amparo de una pretensión. Es pasiva o demandada aquella contra quien se dirige la pretensión y que usualmente se resiste o se opone a concederla. 

En el proceso contencioso administrativo se enfrentan dos partes. Por regla ge​neral, estos papeles están previamente asignados. El particular titular del derecho o interés legítimo lesionado por el acto o actuación administrativa, asume la carga de ser demandante y la administración, productora del acto o actuación recurrida, la más cómoda posición de demandada. 

Naturaleza Jurídica de lo Contencioso Administrativo
Mucho se ha discutido sobre el origen, la naturaleza jurídica y sobre la constitucionalidad o la inconstitucionalidad del recurso de lo contencioso administrativo o de la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Considero que el origen del recurso o de la jurisdicción de lo contencioso administrativo surgió de la necesidad de que el propio órgano gubernamental demuestre a los administrados no solamente la legalidad de sus actos sino la legitimidad autentica de los mismos, concibiendo la idea, que para justificarlos, podrían ser analizados por un organismo que no dependiera directamente de la administración y que sin embargo, fundara su acción en leyes, sin sujetarse al control del órgano jurisdiccional. 

La naturaleza jurídica del procedimiento de lo contencioso y administrativo, esta enmarcada en la respuesta a la pregunta: ¿QUÉ ES LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO? O, ¿QUÉ ES EL PROCEDIMIENTO DE LO CONTENCIOSO Y ADMINISTRATIVO? A tal pregunta se puede responder que el contencioso administrativo es un medio por el cual el particular, que considera que ha sido afectado por un órgano de la administración publica, por falta o indebida aplicación de una ley administrativa, puede acudir a los Tribunales Administrativos en la vía y términos que la ley de la materia establece a efecto de que los titulares de este Tribunal determinen si los órganos de la administración publica han incurrido en la violación aducida por el administrado y en caso afirmativo decretar la nulidad del acto motivo de litis. 

Papel del Ministerio Publico en el Proceso Contencioso Administrativo
Intervención del Ministerio Público en el Proceso Contencioso Administrativo De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley Orgánica del Ministerio Público (Decreto Legislativo Nro. 052, del 16-03-1981), el Ministerio Público es el organismo autónomo del Estado que tiene como funciones principales la defensa de legalidad, los derechos ciudadanos y los intereses públicos, la representación de sociedad en juicio, para los efectos de defender a la familia, a los menores y al interés social, así como para velar por la moral pública, la persecución de: y la reparación civil. También velará por la prevención del delito dentro de las acciones que resultan de la Ley Orgánica del Ministerio Público y por la independencia de los órganos jurisdiccionales y la recta administración de justicia y las demás que le señalan la Constitución Política del Perú y el ordenamiento jurídico de la Nación.

Sobre el particular, el artículo 159 de la Constitución Política de 1993 establece que corresponde al Ministerio Público: 

1. Promover de oficio, o a petición de parte, la acción judicial en defensa de la legalidad y de los intereses públicos tutelados por el derecho; 

2. Velar por la independencia de los órganos jurisdiccionales y por la recta administración de justicia; 

3. Representar en los procesos judiciales a la sociedad: 

4. Conducir desde su inicio la investigación del delito (con tal propósito, la policía nacio​nal está obligada a cumplir los mandatos del ministerio público en el ámbito de su función); 

5. Ejercitar la acción penal de oficio o a petición de parte; 

6. Emitir dictamen previo a las resoluciones judiciales en los casos que la ley contempla; y 

7. Ejercer iniciativa en la formación de las leyes, y dar cuenta al congreso, o al presidente de la república. De los vacíos o defectos de la legislación. 

¿Qué es la Remuneración Íntegra en la Ley del Profesorado?
Lo precisa el DS 041-2001-ED: Es la Remuneración Total Permanente más las asignaciones adicionales por desempeñar las labores en situaciones de mayor exigencia. Debido a que la aplicación de esta norma para el cálculo de beneficios contravenía al DS 051-91-PCM que es de mayor jerarquía, ha sido derogada  a través del DS 008-2005-ED.

DS 008-2005-ED

Remuneración Total
Es aquella que está constituida por la Remuneración Total Permanente y los conceptos remunerativos adicionales otorgados por Ley expresa, los mismos que se dan por el desempeño de cargos que implican exigencias y/o condiciones distintas del común.

(Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, Normas Reglamentarias sobre niveles remunerativos de funcionarios, servidores y pensionistas del Estado, Artículo 8º , inc.b)) 

Remuneración Total Permanente
Aquella cuya percepción es regular en su monto, permanente en el tiempo y se otorga con carácter general para todos los funcionarios, directivos y servidores de la Administración Pública, y está constituida por:

¨ La Remuneración Principal,

¨ Bonificación Personal,

¨ Bonificación Familiar,

¨ Remuneración Transitoria para Homologación, y

¨ Bonificación por Refrigerio y Movilidad.

(Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, Normas Reglamentarias sobre niveles remunerativos de funcionarios, servidores y pensionistas del Estado, Artículo 8º, inc. b)) 

Derogan el Decreto Supremo Nº 041-2001-ED, que precisó los alcances de los conceptos de remuneraciones y remuneraciones íntegras a que se refieren los artículos 51 y 52 de la Ley Nº 24029-Ley del Profesorado. Esta medida se da debido a que el citado decreto supremo se contrapone al Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, en lo referente al cálculo de los mencionados beneficios..
(D.S. Nº 008-2005-ED), El Peruano, pág. 288317.
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G.J. Tomo 136, 03/03/2005, £016
El Peruano, 03/03/2005, pág. 288317


Litisconsorcio Necesario
Seda cuando la eficacia de la sentencia se halla subordinada a la circunstancia de que la pretensión procesal sea propuesta por varias personas o frente a varias personas o simultáneamente, por o frente a varias personas.
Para mejor explicación debemos afirmar que, cuando en una relación jurídica material han participado varias personas como parte demandante o como parte demandada, quienes y en conjunto tienen una misma pretensión y un mismo interés para obrar, si recurren al órgano jurisdiccional para resolver el conflicto de interés con relevancia jurídica, todos tienen que ser demandantes y demandados, porque de lo contrario el proceso se afecta; vale decir, será nulo. 
Facultades del Juez respecto del Litisconsorcio Necesario
En el litisconsorcio necesario debe darse la existencia de una sola pretensión, la que necesariamente tiene que ser demandada por o frente a varios legitimados y no separadamente, porque de lo contrario el proceso se verá afectado. Ahora bien, en el caso que el proceso, ya iniciado, no se encuentre debidamente integrado con todos los sujetos que forman parte de la relación jurídica material y para evitar la nulidad del proceso, el Código Procesal Civil, ha facultado al Juez a integrar la relación Jurídica procesal, emplazando a una persona, si de la demanda o de la contestación aparece evidente que la desición a recaer en el proceso se va afectar. Si carece de la información necesaria, devolverá y requerirá al demandante los datos para el emplazamiento del litisconsorte. Si el defecto se denuncia o el Juez lo advierte después de notificada la demanda suspenderá la tramitación del proceso hasta que se establezca correctamente la relación procesal.  
Revocación
Es la acción y efecto de revocar. Procede del latín revocatio que significa nuevo llamamiento.

Procesalmente, revocar es dejar sin efecto una decisión judicial, llámese decreto, auto o sentencia.
Diferentes Definiciones de Acto Administrativo
Son los actos de la administración pública sujetos al derecho administrativo".

El Acto Administrativo es el acto jurídico realizado por la administración en ejercicio de sus competencias y en consecuencia, con arreglo al derecho administrativo.

Es toda declaración unilateral realizada en el ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos de forma inmediata"

Es cualquier declaración realizada por un sujeto de la Administración Pública en el ejercicio de una potestad administrativa, que genera efectos jurídicos particulares en intereses, derechos y obligaciones de los administrados"

Según juristas como el peruano Christian Guzmán Napurí, el acto administrativo se distingue de otras actuaciones administrativas no solo por su carácter unilateral sino además por el hecho de generar efectos jurídicos específicos sobre admnistrados, lo cual lo diferencia claramente de otras actuaciones administrativas como los reglamentos.

3.8.4 Jurisprudencia

Estudio de las experiencias del derecho, a través de sus fallos y sentencias dictados por sus tribunales, cuya observancia es obligatoria para nuevos casos de la misma modalidad, asumiéndolo como fuente ante situaciones semejantes. 

Dice  Alzadora Valdez que “se entiende por jurisprudencia la ciencia del derecho o el derecho objetivo que nace de los fallos de los tribunales superiores” y agrega que, en este sentido, es fuente del derecho formal. 
Enrique Holgado Valer sostiene que “la fuente jurisprudencial, llamada simplemente jurisprudencia tomada no como ciencia de la legislación, sino como arte de interpretación y aplicación, es la que da vida palpitante al derecho. Para este tratadista, es mediante la jurisprudencia que la norma abstracta se torna en dinamicidad, concreción y sentido.

Conviene no confundir la sentencia misma con la jurisprudencia que emerge de ella. Cuando los tribunales aplican el texto de la norma legal ya establecida, solo están aplicando el derecho. La jurisprudencia emerge en el instante en que los juzgadores superiores hacen creación, porque no encuentran disposición aplicable a un caso planteado.
El juez tiene que hacer la labor de plasmación de la norma, porque no puede dejar de administrar justicia por deficiencia de la ley.  

De la Jurisprudencia Constitucional. Aplicable al Caso Concreto:

Que el Supremo Contralor de la Constitucionalidad en las Sentencias recaídas en los Expedientes número 432-96-AA/TC, Exp. Nº 620-96-AA/TC, Exp. Nº 621-96-AA/TC y  Exp. Nº 438-96-AA/TC señala que no existiendo conflicto de jerarquías entre los dispositivos antes señalados (Ley del Profesorado N° 24029 y Decreto Supremo N° 051-91-PCM), no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas… 

Por lo tanto, es por eso que la Sala Civil de Derecho constitucional y Social Transitoria de la Corte suprema de Justicia de la República  Revoco la sentencia apelada, que declara fundada la demanda; Reformándola la declaro en improcedente, porque ya se encontraba vigente el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, cuyos artículos 8° y 9° otorgan en materia de bonificaciones y otros beneficios un tratamiento diferente al que se establecía en la Ley del Profesorado N° 24029 y su modificatoria, la Ley 25212.

Por otro lado, el Decreto Supremo N° 051-91-PCM,  fue expedido al amparo del articulo 211° inciso 20 de la Constitución Política del año 1979, significándose con ello que su jerarquía legal, y por ende su capacidad modificatoria, sobre la Ley del Profesorado era plenamente válida.

Por consiguiente, no existiendo conflicto de jerarquías entre los dispositivos antes señalados, no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas.

3.9. Análisis crítico de lo resuelto en cada instancia

En lo respecta al análisis crítico de la primera instancia que se tramito en la Primera Sala Civil de Piura, hemos analizado según el fondo o aspecto sustancial del proceso, que la primera Instancia se basa jurídicamente en determinar si le corresponde o no evaluar el cálculo de su bonificación en base a una remuneración total o en base a una remuneración total permanente, sustentando cada una de las partes su pedido según el Decreto Supremo Nº 041-2001-Educación o el Decreto Supremo 051-91-Presidencia del Consejo de Ministros respectivamente.
Producto de lo antes analizado, el grupo considera que el demandante (Señor José Jacinto Salgado García), incurrió en error por cuanto invoca como sustento el D.S Nº041-2001-ED, vigente a partir del 20 de junio del 2001 y como sabemos ninguna ley tiene efectos ni efectos retroactivos (sólo en materia penal cuando favorece al reo) ; por tanto no resulto aplicable al demandante dicho dispositivo legal, ya que se le otorgó la bonificación por cumplir 30 años de servicios en el año de 1995, mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226 el 12 de junio de 1995, resultando totalmente antijurídico ampararse en el referido Decreto Supremo para reconocerle reintegro por dicho concepto cancelado 6 años atrás.
En lo respecta al análisis crítico según la formalidad, aspecto adjetivo del proceso,  el grupo ha concluido señalando que la presente demanda contenciosa administrativa laboral debió haberse declarado desde un inicio improcedente en la Resolución Nº01, en lugar de haberla admitido provisionalmente. 
Consideramos esto porque durante el procedimiento administrativo no ha previsto que se trata de dos solicitudes distintas y en tiempos distintos, uno el 12 de junio de 1995 sobre otorgamiento de la bonificaciones de remuneración por 30 años de servicio y otro por reintegro de bonificación; siendo el primero de ellos que luego de habérsele otorgado las remuneraciones por servicios, no se habría agotado la vía administrativa, permitiendo de esta manera que la referida resolución quede firme. Respecto al segundo caso, se advierte que el recurso de apelación esta dirigido a cuestionar el resultado adverso en el Acto Administrativo contenido en el Oficio Nº 3913, el cual fue declarado infundado por el Consejo Transitorio de Administración Regional y por ende recién en este caso agotada la vía administrativa. Es decir, la administración ha fallado al declarar infundado el recurso de apelación, debiendo ser improcedente porque la Resolución Directoral Regional Nº 1226 fue consentida por el actor al no utilizar los mecanismos impugnatorios que la ley le facultaba, dando origen a la institución administrativa de la cosa decidida. 
En lo respecta al análisis crítico de la segunda instancia que se tramito en la Sala Civil de Derecho Constitucional y Social Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República, Consideramos que ésta instancia actúo prudentemente y de acuerdo a ley, según lo que establece el Decreto Supremo 002-94-JUS, Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, vigente en ese entonces; siendo así, la pretensión demandada por el accionante deviene en improcedente, según el Art. 99 referido al recurso de apelación de la referida norma antes citada, por lo tanto esta instancia dejo sin efecto la sentencia que emitió la primera instancia; es decir, la Primera Sala Civil de Piura.
3.10. Conclusiones

3.10.1. Sobre el Procedimiento Administrativo

Consideramos que por ser este un conjunto de actos y diligencias tramitadas en sede administrativa, se ha logrado su objetivo en el sentido de que ha existido declaraciones  y solicitudes administrativas, ya que no ha existido silencio administrativo que vulnere la reciprocidad administrativa, y consideramos; por otra lado, que sí han existido algunas falencias que lamentablemente han producido efectos jurídicos individuales sobre los intereses del administrado y sobre el procedimiento administrativo, las cuales consisten en criticar tajantemente la labor de la administración pues esta resolvió mediante Resolución Presidencial Nº 631-2001/CTAR PIURA-P declarar infundado el recurso de apelación de fecha 01 de Agosto del 2001, interpuesta por el administrado señor José Jacinto Salgado García contra la Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de junio de 1995; es decir, cómo es posible que se resuelva en base a una apelación que ha excedido exageradamente el plazo hasta por más de 6 años.

Lo que la administración no ha previsto además es que se trata de dos pronunciamientos, sobre solicitudes distintas y en tiempos distintos, uno el 12 de junio de 1995 sobre otorgamiento de la bonificaciones de remuneración por 30 años de servicio y otro por reintegro de bonificación; siendo el primero de ellos que luego de habérsele otorgado las remuneraciones por servicios, no se habría agotado la vía administrativa, permitiendo de esta manera que la referida resolución quede firme. Respecto al segundo caso, se advierte que el recurso de apelación esta dirigido a cuestionar el resultado adverso en el Acto Administrativo contenido en el Oficio Nº 3913, el cual fue declarado infundado por el Consejo Transitorio de Administración Regional y por ende recién en este caso agotada la vía administrativa. Es decir, la administración ha fallado al declarar infundado el recurso de apelación, debiendo ser improcedente porque la Resolución Directoral Regional Nº 1226 fue consentida por el actor al no utilizar los mecanismos impugnatorios que la ley le facultaba, dando origen a la institución administrativa de la cosa decidida. 
3.10.2. Sobre los Hechos Alegados en Sede Administrativa

En lo que respecta a la Administración Pública representada por la Dirección Regional de Educación de Piura, esta no cuestiona en ningún momento los hechos que alega el administrado representado en el Señor José Jacinto Salgado García tales como: haber laborado como trabajador de la sub. – Dirección de Formación General del Centro .Educativo Nacional San Miguel de Piura, por el lapso de 30 años como educador, cumpliendo dichos años  el día 30 de mayo de 1995. En este sentido, la administración representada en la Dirección Regional de Educación de Piura resuelve, mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha 12 de junio de 1995, otorgarle por única vez el beneficio de asignación solicitado por haber cumplido  30 años de servicios, pero no por el monto requerido por el administrado sino por tres remuneraciones totales permanentes.

3.10.3. Sobre el Tratamiento Jurídico Aplicado en Sede Administrativa

Sobre el tratamiento jurídico aplicado en sede administrativa, concluimos señalando que todo el procedimiento administrativo, no se ha desarrollado al pie de la letra del Decreto Supremo Nº 02-94-JUS, Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, vigente en esa época; por lo que  la Resolución Presidencial Nº 631-2001-CTAR PIURA, se tenía que declarar improcedente el recurso de apelación de acuerdo al artículo 99 del   Decreto Supremo Nº 02-94-JUS, el cual establece un plazo de 15 días para interponer el recurso de apelación, lo cual no se ha realizado.

Por otra parte,  se desprende que de la Resolución Directoral Regional 1226, se ha tramitado de acuerdo a derecho, ya que se basa en el Artículo 9 del Decreto Supremo 051-91 PCM; referido a las normas reglamentarias sobre niveles remunerativos de funcionarios, servidores y pensionistas del estado el cual establece que debe tomarse como base para el cálculo de este beneficio la Remuneración Total Permanente, siendo ésta aquella Remuneración cuya percepción es regular en su monto, permanente en el tiempo y se otorga con carácter general para todos los funcionarios, directivos y servidores de la Administración Pública; y está constituida por la Remuneración Principal, Bonificación Personal, Bonificación Familiar,  Remuneración Transitoria para Homologación  y la Bonificación por Refrigerio y Movilidad. 

Además es improcedente su reintegro por bonificación porque el administrado señor José Jacinto Salgado García ha debido tener en cuenta que el Decreto Supremo 041-2001-ED tiene vigencia obligatoria a partir del día 21 junio del año 2001 no teniendo fuerza ni efecto retroactivo conforme lo precisa el segundo parágrafo del artículo 103 de la Constitución Política del Perú.

3.10.4. Sobre lo Resuelto en Sede Administrativa

En conclusión sobre lo resuelto en sede administrativa, se puede observar del análisis de lo esgrimido que efectivamente esta correctamente aplicado establecerle por única vez al administrado José Jacinto Salgado García el beneficio de asignación por cumplir  30 años de servicios, pero no por  remuneraciones totales como solicitado el administrado, sino más bien por tres remuneraciones totales permanentes, todo esto basándose al amparo del Artículo  9 del Decreto Supremo 051-91 PCM que así lo establece.

Igualmente, es improcedente su reintegro por bonificación porque el administrado señor José Jacinto Salgado García, ya consintió la Resolución Directoral Regional 1226.

3.10.5. Sobre el Proceso Judicial


En conclusión sobre el proceso se puede observar que no se debió admitir por parte de la Primera Sala Civil de Piura la  demanda Contenciosa Administrativa Laboral del Señor José Jacinto Salgado García; porque no ha agoto la vía administrativa de la Resolución Directoral Regional 1226; sino más bien debió declarársele improcedente por no haber cumplido con uno de los requisitos primordiales previos al proceso contencioso administrativo. 

3.10.6. Sobre los Hechos Alegados en Sede Judicial

Se concluye que el señor José Jacinto Salgado García intento sorprender a la Primera Sala Civil de Piura, ya que la Resolución Directoral Regional 1226 según él no fue calculada conforme a la Remuneración Total; sin embargo, él mismo consintió ésta, toda vez que no utilizo los mecanismos que la ley le facultaba no obstante aducir haber acudido a la Dirección Regional de Educación de Piura a pedir información respecto al monto otorgado por dicho concepto.

3.10.7. Sobre el Tratamiento Jurídico Aplicado en Sede Judicial


Se puede observar que la Primera Sala Civil de Piura, interpreto mal la normatividad, ya que es la Sala Transitoria  Constitucional y Social  de la ciudad de Lima es la que se da cuenta que el demandante busca la Nulidad de la Resolución Directoral Regional 1226 y la Resolución Presidencial Nº 631-2001-CTAR PIURA, siendo ésta primigenia la que le causa estado, por la cual no se aplico el artículo noventa y nueve del Decreto Supremo cero dos noventa y cuatro JUS, Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, vigente en ese entonces.

3.10.8. Sobre lo Resuelto en Sede Judicial


Nosotros concluimos que la Sala Transitoria  Constitucional y Social de la ciudad de Lima es la que mejor interpreto el expediente judicial y administrativo, debido a que es ésta la que Revoca la sentencia de la Primera Sala Civil de Piura apelada de fojas ciento veintisiete,  de fecha quince de agosto del año dos mil dos, que declarada fundada la demanda; Reformándola la declararon improcedente dicha demanda.

3.10.9. Pronunciamiento final del Grupo

El grupo concluye que la demandada contenciosa administrativa laboral, presentada por el señor José Jacinto Salgado García, debió ser declarada improcedente desde un comienzo por parte de la Primera Sala Civil de Piura, ya que ésta no cumplía con haber agotado la vía administrativa de la Resolución Directoral Regional 1226, sino más bien ésta resolución quedo firme, y por consiguiente en un recurso extemporáneo, además de convertirse en la institución administrativa de la cosa decidida.

3.11. Resolución Administrativa Final del Equipo 

 “Año de las inversiones Productivas”
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REGION GRAU


Dirección Regional de Educación

Cultura Y Deporte 

            
PIURA

RESOLUCIÓN DIRECTORAL REGIONAL Nº 1226

Piura, 12 de Junio de 1995.

VISTO, el expediente administrativo que se acompaña en  06 folios; sobre Remuneración por 30 años de Servicios;

CONSIDERANDO:

Que, es un deber y política del Estado, estimular a los Servidores públicos por su empeñosa labor en beneficio de la Educación Nacional del Perú;

Que, el Servidor Público que se indica en la parte Resolutiva de la presente Resolución, ha cumplido 30 años de servicios oficiales docentes, cumplidos el día 30 de Mayo de 1995 siendo procedente la Asignación de la Gratificación de 03 Remuneraciones Totales Permanentes;

Estando a lo informado   por el Área de Escalafón, según el Informe Nº 037-95-CTAR-REGION GRAU-DREP-OAD-APER-ESC, de fecha 31 de mayo de 1995, referente al otorgamiento de la Gratificación de tres remuneraciones por 30 años de servicios;

De conformidad con el Artículo 54 inciso a) del Decreto Legislativo Nº 276; Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público, el cual le otorga el beneficio de Asignación por 30 años de Servicios y, además el Artículo 09 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM; Normas Reglamentarias sobre Niveles Remunerativos de Funcionarios, Servidores y Pensionistas del Estado, el cual establece el cálculo en función a la Remuneración Total Permanente; y en uso de las facultades conferidas por el D.S 047-82-ED;

SE RESUELVE:

1º.- FELICITAR, por su labor en beneficio de la Educación Nacional, al señor SALGADO GARCÍA, José Jacinto; por tener el tiempo de servicios de 30 años cumplidos el día 30 de Mayo de 1995 y, además su Bonificación Personal Categoría S-119 y anotar como MÉRITO en su Ficha Personal.

2º.- ASIGNAR, por única vez la suma equivalente a Tres Remuneraciones Totales Permanentes y OTORGAR,  la Bonificación Personal respectiva al servidor señor SALGADO GARCÍA, José Jacinto CM 00452173, S-119, como Sub Director de Formación General del Centro Educativo Nacional San Miguel de Piura, por 30 años de servicios cumplidos el 30 de Mayo de 1995 y teniendo un Monto de Gratificación de S/. 376.77, por Tres Remuneraciones y una Bonificación Personal hasta el 31 de Mayo de 1995.

Regístrese y comuníquese.

Grupo Número Dos Ucv

___________________________________

DIRECCIÓN   REGIONAL DE EDUCACIÓN

          CULTURA DEPORTE PIURA

3.12. Resolución Judicial Final del Equipo 

EXPEDIENTE Nº 2001 – 0060 – 20 – 2001 – SC – 01

DEMANDANTE
:     JOSE JACINTO SALGADO GARCIA

DEMANDADO
: CONSEJO TRANSITORIO DE ADMINISTRACION REGIONAL, PROCURADOR ADJUNTO DE LA PROCURADURÍA DEL MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA Y DIRECCIÒN REGIONAL DE EDUCACION  DE PIURA.

RESOLUCIÓN NÚMERO CATORCE

Piura, quince de agosto del año dos mil dos.-



VISTOS: Con el expediente Administrativo que se tiene a vista; resulta de autos: Que, de fojas seis a nueve, el demandante JOSE JACINTO SALGADO GARCIA, recurre por ante este órgano jurisdiccional solicitando tutela jurisdiccional efectiva e interponiendo demanda de nulidad de resolución, la misma que es dirigida contra el Presidente del Consejo Transitorio de Administración Regional CTAR – Piura y contra el Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio de la Presidencia, para que se declare la nulidad de la Resolución Presidencial Nº 631-2001/ CTAR-PIURA-P, de fecha doce de octubre del año dos mil uno, por la cual se declara INFUNDADO el recurso de apelación de fecha primero de agosto del año dos mil uno, interpuesto por el recurrente contra la Resolución Directoral Regional Nº 1226 de fecha doce de junio del año mil novecientos noventicinco, dando por agotada la vía administrativa. Sustentando su demanda el actor en lo siguiente: Que, mediante Resolución Directoral Regional Nº 1226, se le otorgó el beneficio de asignación por cumplir treinta años de servicios por un monto equivalente a tres Remuneraciones Totales Permanentes; sin embargo, al emitirse el DS. Nº 041-2001-ED del diecinueve de junio del dos mil uno, se precisa que las remuneraciones integras a las que se refieren respectivamente, el artículo 51 y segundo párrafo del artículo 52 de la Ley del Profesorado Nº 24029 modificado por la Ley 25212, deben ser entendidas como Remuneraciones Totales, tal como lo prevee la definición contenida en el Decreto Supremo Nº 051 – 91 – PCM. Esta precisión emanada por el Ministerio de Educación, tiene como antecedentes sendas Ejecutorias Supremas expedidas por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República, de igual forma está amparada en la atribución de reglamentar las leyes sin transgredirlas ni desnaturalizarlas, conforme lo señala el inciso 8) del artículo 118 de la Constitución Política del Estado; habiendo hecho caso omiso la institución respectiva al formular su reclamo por bonificación mal calculada. Mediante Resolución Nº uno de fojas diez se admite provisionalmente la demanda, concediéndole el plazo de cinco días al demandante para que subsane las omisiones advertidas, con escrito de fojas catorce el actor subsana las omisiones, admitiéndose la demanda Contenciosa Administrativa por resolución número dos, de fojas quince, tramitándose la misma en vía de Proceso Ordinario Laboral y se corre traslado de la misma a las partes demandadas: Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional -CTAR-PIURA, y al Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales del Ministerio de la Presidencia.- Por escrito de fojas veinticuatro a veintisiete, Juan Luis Ruesta Angulo, Presidente Ejecutivo del Consejo Transitorio de Administración Regional, contesta la demanda dentro del plazo establecido por ley y en los términos que indica en su escrito de contestación de demanda, teniéndose por absuelto dicho trámite conforme se aprecia a fojas veintiocho; mediante resolución Nº cuatro de fojas treinta y dos se recepciona el expediente administrativo remitido por el Director Regional de Educación -Piura.- A fojas treinta y siete a cuarenta y dos Oscar Verter Morales Chumacera, Procurador Adjunto de la Procuraduría del Ministerio de la Presidencia contesta la demanda reservándose su proveído hasta que sea devuelto el exhorto con su notificación, mediante resolución número cinco de fojas cuarentitres.- Por resolución número seis de fojas sesentinueve se levanta la reserva de la resolución cinco y se tiene por contestada la demanda por parte del procurador antes citado, la misma que ha sido presentada dentro del plazo de ley y en los términos que se expone y se señala como fecha para la Audiencia Única el día veintiséis de febrero del presente año, la que no se lleva a cabo por la inasistencia de las partes procesales, conforme es de verse en la constancia de fojas setentitres; a fojas setenticinco, por escrito presentado por el accionante el que solicita nueva fecha para la audiencia única, se señala como fecha el día veintisiete de marzo.- Corre a fojas sesentinueve la razón emitida por la secretaria Guissela Soriano Ramírez, en la que informa que no se ha cumplido con notificar a la Dirección Regional de Educación de Piura, conforme lo había solicitado el CTAR-Piura en su segundo otrosí de su escrito de contestación, expidiéndose la resolución número ocho donde integran la resolución número dos de fecha veinte de noviembre del año dos mil uno, disponiendo se emplace a la Dirección Regional de Educación-Piura para que conteste la demanda dentro del plazo de diez días.- Mediante escrito de fojas noventitres y noventiseis, Santiago Araujo Salinas, Director de la Dirección Regional de Educación, contesta su demanda dentro del plazo de la ley y en los términos indicados en el escrito de contestación, teniéndose por absuelto el traslado de la demanda y señalándose nueva fecha para la Audiencia Única, el día dieciséis de mayo del año dos mil dos, conforme aparece a fojas noventisiete, la misma que se realiza en la fecha indicada, según el acta de su propósito que corre a fojas ciento dos a ciento tres; remitiéndose los autos al Señor Fiscal Superior para que emita su dictamen correspondiente, por lo que habiendo sido devueltos los autos y habiéndose sustanciado la causa conforme a los trámites que a su naturaleza corresponde, habiendo presentado sus alegatos de ley sólo el demandante José Jacinto Salgado García, su estado es el de expedir la Sentencia que corresponde; en consecuencia, estando a lo opinado por el Señor Fiscal en su dictamen de fojas ciento cuatro a ciento seis; y CONSIDERANDO: PRIMERO:  Que, del documento de fojas doce se aprecia que, entre otros- el fundamento legal de la Resolución Directoral Regional Nº 1226, de fecha doce de junio de mil novecientos noventicinco, lo constituye el Decreto Supremo Nº 051-91-PCM; SEGUNDO:  Que,  el accionante fundamenta su demanda con la pretensión que se declare la nulidad e ineficacia de la Resolución Presidencial número seiscientos treinta y uno- dos mil uno /CTAR-PIURA-P, su fecha doce de octubre del dos mil uno, que declaró infundado  su recurso de apelación interpuesto contra el acto administrativo de la Dirección Regional de Educación de Piura al declarar improcedente el reintegro a la bonificación por treinta años de servicios oficiales solicitados por el recurrente, acto dispuesto mediante Oficio número tres mil novecientos trece- dos mil uno – CTAR – PIURA- DREP OADM- ESC Y PENS. Del veinticinco de julio del dos mil uno, solicitando tutela jurisdiccional efectiva; TERCERO: Que, fluye de los actuados en el Expediente Administrativo acompañado, que mediante Resolución Directoral Regional número mil doscientos veintiséis de fecha doce  de junio de mil novecientos noventicinco, se otorgó al demandante la asignación de tres remuneraciones totales permanentes por haber cumplido treinta años de servicios oficiales. Resolución que fuera consentida por el actor al no utilizar los mecanismos impugnatorios que la ley le facultaba, no obstante aducir haber acudido a la Dirección Regional de Educación a pedir información respecto al monto otorgado por dicho concepto, dando origen a la institución administrativa de la Cosa Decidida;  CUARTO: Que, al cabo de seis años el emplazante acude a la autoridad administrativa solicitando reintegro a la bonificación por treinta años de servicios, siendo el caso que a través del Oficio número tres mil novecientos trece – dos mil uno – CTAR- PIURA-DREP OADM-ESC Y PENS. Corriendo a fojas ocho del acompañado la Dirección Regional de Educación la declara improcedente su pedido, resultando que es apelado por el recurrente y elevado al Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura, entidad que resolvió con la Resolución Presidencial número seiscientos treinta y uno- dos mil uno/CTAR PIURA-P obrante a fojas dieciocho del expediente administrativo acompañado, declarar infundado el recurso de apelación, dando por agotada la vía administrativa; QUINTO: Que, del análisis efectuado de autos , es preciso señalar que en la presente causa se han producidos dos casos desarrollados en tiempos distintos, uno sobre el otorgamiento de la bonificación de remuneraciones por años de servicios, y otros por reintegro; siendo el primero de ellos que luego de habérsele otorgado las remuneraciones por servicios, esto es, con fecha doce de junio de mil novecientos noventicinco conforme se desprende de la resolución corriente a fojas tres del expediente administrativo, es evidente que contra ésta no habría agotado la vía administrativa, permitiendo de esta manera que la referida resolución quede firme; SEXTO: Que, respecto al segundo caso, se advierte que el recurso de Apelación esta dirigido a cuestionar el resultado adverso en el Acto Administrativo contenido en el citado Oficio número tres mil novecientos trece, y que al pronunciarse el Consejo Transitorio de Administración Regional de Piura sobre dicho recurso lo declaró infundado, y consecuentemente dio por agotada la vía administrativa al respecto, lo cual no opera ni es extensivo al primer caso en comento al no haberse cumplido con lo prescrito en el artículo noventinueve del Decreto Supremo cero dos- noventa y cuatro - JUS, Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos, vigente en ese entonces; siendo así, la pretensión demandada por el accionante deviene en improcedente; por estas consideraciones y con lo expuesto por el Señor Fiscal Superior en su dictamen de fojas ciento cuatro a ciento seis; DECLARARON: IMPROCEDENTE la demanda de fojas seis a nueve, sobre impugnación de Resolución Administrativa, en consecuencia  VALIDAS las Resoluciones Administrativas, tanto la Resolución Presidencial Nº 631-CTAR-PIURA-P, del doce de octubre del dos mil uno que declaro INFUNDADO el Recurso de Apelación interpuesto contra el Acto Administrativo  de la Dirección Regional de Educación de Piura al declarar IMPROCEDENTE  el Reintegro a la Bonificación  por treinta años de servicios solicitados por el recurrente; como la Resolución Directoral Regional Nº 1226, de fecha doce de junio de mil novecientos noventicinco que le otorga por única vez el beneficio de Asignación por haber cumplido 30 años de servicios docentes oficiales; y se archive en su oportunidad en el modo y forma de ley. Vocal Ponente.- Dr. Prieto Desulovich.-

SS:

PRIETO DESULOVICH GABRIEL ANTONIO

ALVARADO MERINO JOSE LUÍS

SERNAQUE FARFAN GLADIS

MEJIA SILVA MILAGRO
ANEXOS

Que,…no existiendo conflicto de jerarquías entre los dispositivos antes señalados (Ley del Profesorado N° 24029 y Decreto Supremo N° 051-91-PCM), no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas… 

Exp. N° 432-96-AA/TC 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Piura, a los dos días del mes de Diciembre de mil novecientos noventa y siete, el Tribunal Constitucional, reunido en sesión de Pleno Jurisdiccional.
ASUNTO

Recurso Extraordinario interpuesto contra la resolución de la Primera Sala Especializada Civil de Lambayeque de fecha veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, que, revocando y reformando la resolución del catorce de agosto de mil novecientos noventa y cinco, declaro Improcedente la Acción de Amparo interpuesta por doña Lilly Violeta Gonzales Diez, contra la Dirección Regional de Educación representada por don Raúl Ramírez Soto.

ANTECEDENTES:

La demandante plantea la acción sustentando su reclamo en el hecho de encontrarse amenazadas sus remuneraciones por concepto de bonificación por tiempo de servicios.

Alega que no obstante que conforme al artículo 52° de la Ley 24069, modificada por la Ley 25212 (Ley del Profesorado) le corresponde recibir como bonificación por tiempo de servicios, tres remuneraciones íntegras, teniendo en cuenta el monto total de sus remuneraciones, la autoridad demandada sin embargo, haciendo uso de normas de inferior jerarquía como el Decreto Supremo N° 051-91-PCM y el Oficio Múltiple N° 061-95-RENOM-ORPP-DR, ha dispuesto desde varios meses atrás suspender el pago que le corresponde, pretendiendo efectuar nuevos cálculos.

Admitida la acción a trámite por el Cuarto Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo y corrido el traslado de la misma, es absuelta por el representante de la entidad emplazada quien pide que se declare infundada la demanda por cuanto: Si bien el cálculo del monto de las remuneraciones reclamadas se viene efectuando con sumas menores a las que se otorgaban durante los años anteriores, dicha actitud obedece al cumplimiento de normas y directivas expresas como el Oficio Múltiple N° 0465-DIPER-94, el Oficio N° 0761-94-INAP/DNP y el Oficio Múltiple N° 061-95-RENOM-ORPP-DR, disposiciones mediante las cuales se interpreta que el monto de las remuneraciones de la accionante se deben calcular conforme a los artículos 8° y 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM, entendiéndose como "Remuneración Total" que reclama el accionante el equivalente a una remuneración total permanente; Que si bien es cierto que la Ley del Profesorado en su articulo 52° menciona que se debe otorgar remuneraciones íntegras y así se ha venido haciendo hasta el año mil novecientos noventa y cuatro, dicha ley se opone a los dispositivos antes citados, siendo estas normas imperativas por emanar de la superioridad y por tanto obligatorias de aplicar.

De fojas veinte a veintidós y con fecha catorce de agosto de mil novecientos noventa y cinco, el Cuarto Juzgado Especializado Civil de Chiclayo expide resolución declarando fundada la acción básicamente por considerar: Que de la demanda y de la contestación se establece que durante varios años se ha venido otorgando como bonificación por tiempo de servicio tres remuneraciones íntegras por veinticinco años de servicio en el sector educación en mérito al articulo 52° de la ley 24029 modificada por la ley 25212, sin embargo desde el mes de marzo del presente año se ha recortado el monto que representa la remuneración íntegra por otro, que la emplazada denomina remuneración total y que nace de la interpretación a los Oficios N° 0465-DIPER-94, N° 761-94-INAP/DNP y N° 061-95-RENOM-ORPP-DR emitidos por la Dirección de Personal del Ministerio de Educación, Instituto Nacional de Administración y Dirección Regional de Planificación y Presupuesto de la RENOM, respectivamente, todos ellos de conformidad con los artículos 8° y 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM; Que en el presente caso la demandada viene aplicando normas de menor jerarquía y contrarias al Texto Constitucional cuyo articulo 26° inciso 3 establece que debe interpretarse en favor del trabajador en caso de duda insalvable, situación contraria a la que se ha presentado, conculcándose de este modo el derecho de la demandante; Que si constitucionalmente está regulado el principio de jerarquía de normas, ni los oficios directivos ni el decreto supremo, pueden tener mayor rango que la ley del profesorado, específica además para el sector educación; Que si la igualdad ante la ley es también una garantía reconocida y del texto de la contestación aparece que hasta marzo se ha otorgado bonificaciones con remuneraciones íntegras en favor de otras personas, la Resolución Directoral Regional Sectorial N° 1034-95-RENOM/ED contraviene el derecho igualitario de la demandante.

Interpuesto recurso de apelación por el representante de la demandada los autos son puestos a disposición de la Fiscalía Superior en lo Civil de Lambayeque para efectos de la vista correspondiente y devueltos estos con dictamen que se pronuncia porque se revoque la apelada, la Primera Sala Especializada en lo Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque a fojas treinta y ocho y treinta y nueve, con fecha nueve de noviembre de mil novecientos noventa y cinco y de conformidad con el dictamen fiscal, revoca la sentencia apelada y declara Improcedente la acción.

Contra ésta resolución la demandante interpone recurso de nulidad, por lo que de conformidad con el articulo 41° de la ley 26435 y entendiendo el presente recurso como "Extraordinario", se dispuso el envío de los autos al Tribunal Constitucional.

FUNDAMENTOS:

Que, conforme fluye del texto de la demanda, el tiempo de servicios de la actora ha culminado el seis de noviembre de mil novecientos noventa y cuatro, es decir, cuando ya se encontraba vigente el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, cuyos artículos 8° y 9° otorgan en materia de bonificaciones y otros beneficios un tratamiento diferente al que se establecía en la Ley del Profesorado N° 24029 y su modificatoria, la Ley 25212.

Que, el Decreto Supremo N° 051-91-PCM conforme se señala en su parte considerativa, fue expedido al amparo del articulo 211° inciso 20 de la Constitución Política del año 1979, significándose con ello que su jerarquía legal, y por ende su capacidad modificatoria, sobre la Ley del Profesorado era plenamente válida.

Que, por consiguiente, no existiendo conflicto de jerarquías entre los dispositivos antes señalados, no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas, circunstancia que hace desestimable la presente acción.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional en uso de las atribuciones conferidas por la Constitución y su ley Orgánica,

FALLA:

CONFIRMANDO la resolución de la Primera Sala Especializada Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque de fojas treinta y nueve, su fecha veintinueve de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, que, reformando y revocando la resolución apelada de fojas veinte, su fecha catorce de agosto de mil novecientos noventa y cinco, declara IMPROCEDENTE la Acción de Amparo interpuesta por doña Lilly Violeta Gonzales Diez. Se dispuso así mismo la publicación de la presente en el Diario Oficial "El Peruano" y los devolvieron.

…no existiendo conflicto de jerarquía entre los dispositivos legales antes señalados (artículo 52° de la Ley N° 24029 del Profesorado y su modificatoria Ley N° 25212, y los artículos 8° y 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM), una simple variación en cuanto al tratamiento legal…no puede constituirse en vulneración o amenaza de violación de derechos constitucionales…

EXP. 620-96-AA/TC

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los veinte días del mes de enero de mil novecientos noventa y ocho, reunidos en sesión de Pleno Jurisdiccional.
ASUNTO:

Recurso extraordinario interpuesto por don Teodoro Nicolás Alva Plasencia contra la resolución de la Primera Sala Civil Agraria Laboral de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, su fecha veintitrés de julio de mil novecientos noventa y seis, que declaró improcedente la acción de amparo.

ANTECEDENTES:

Don Teodoro Nicolás Alva Plasencia interpone acción de amparo contra el Consejo Transitorio de Administración Regional de la Región Nor Oriental del Marañón, representado por su Secretario Técnico don José Corbera Vilcarromero y la Dirección Regional de Educación de dicha Región, representada por don Raúl Ramírez Soto, con el propósito que se declaren inaplicables para el recurrente la Resolución de Secretaría Técnica Nº 113-95-RENOM-SI y la Resolución de la Dirección Regional Sectorial Nº 1856-95-RENOM/ED, mediante las cuales -sostiene- le recortan el pago de sus beneficios sociales; solicita así mismo se ordene el pago de sus beneficios sociales de acuerdo a lo que establece la Ley Nº 24029.

Manifiesta que, por haber cumplido treinta años de servicios al Estado como profesor, solicitó a la Dirección Regional de Educación la demanda del pago de tres remuneraciones íntegras, acogiéndose al segundo párrafo del art. 52° de la Ley Nº 24029; sin embargo ésta entidad expide la Resolución de la Dirección Regional Sectorial Nº 1856-95-RENOM/ED, de fecha primero de setiembre de 1995, otorgándole la cantidad de S/ 212.25 Nuevos Soles cuando en realidad le correspondía la cantidad de S/ 1,511.31 Nuevos Soles por cuanto su remuneración íntegra al mes de junio de 1994 fue de S/ 503.77 Nuevos Soles interpuesto recurso de apelación, ésta fue declarada infundada.

Agrega que las resoluciones cuestionadas se sustentan en el Decreto Supremo Nº 051-91-PCM y en oficios emitidos por el Director General del Presupuesto Público del Ministerio de Economía y Finanzas, en el sentido que los beneficios deben pagarse a los servidores en base a la remuneración total permanente; que la aplicación de éste decreto supremo es incompatible con la Constitución, por que vulnera diversos artículos de la misma, entre otros: el art. 138, al preferir dicho Decreto Supremo en lugar de la Ley Nº 24029, modificada por la Ley Nº 25212, cuyo art. 52 establece que los profesores percibirán tres remuneraciones íntegras al cumplir treinta años de servicios; el art. 26 inciso 2) referido al carácter irrenunciable de los derechos reconocidos por la Constitución y la ley. 

El Director Regional de Educación emplazado absuelve el trámite de contestación de la demanda, solicitando se la declare infundada, manifestando que si bien es cierto el art. 52 de la Ley Nº 24029 reconoce el derecho a percibir 2 y 3 remuneraciones a los profesores que han cumplido 25 y 30 años de servicios, respectivamente, como en efecto -sostiene- han venido pagando hasta el año 1994, también lo es que el Oficio Múltiple Nº 061-95-RENOM, emitido por la Oficina de Planificación y Presupuesto de la RENOM dispone el pago del indicado beneficio, teniendo en cuenta lo establecido por los artículos 8 y 9 del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM; agrega que resulta imposible asignar mayores montos para esta bonificación por cuanto no se cuenta con el marco presupuestal para ello; por otro lado sostiene que, de acuerdo al referido Decreto Supremo, debe entenderse que las remuneraciones íntegras son aquellas señaladas como "remuneración total permanente", por lo que sólo se debe tomar en cuenta la remuneración principal y otros conceptos remunerativos que percibe el servidor, excluyéndosele las bonificaciones.

El Juez del Quinto Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo emite sentencia declarando fundada la demanda, por considerar, entre otras razones, que el pago de la remuneración y los beneficios sociales del trabajador tiene prioridad sobre cualquier otra obligación del empleador, por lo que las resoluciones impugnadas contravienen lo dispuesto por el art. 52 de la Ley Nº 24029 que precisa que los profesores varones tienen derecho a percibir tres remuneraciones íntegras al cumplir treinta años de servicios.

Interpuesta apelación, la Primera Sala Civil Agraria Laboral de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque revoca la apelada declarando improcedente la demanda, por estimar que el actor no cumplió con agotar la vía previa.

Interpuesto recurso extraordinario, los autos son elevados al Tribunal Constitucional.

FUNDAMENTOS:

1. Que, el petitorio de la presente acción se circunscribe a la inaplicación para el caso del demandante, de la Resolución de Secretaría Técnica Nº 113-95-RENOM-SI y la Resolución de Dirección Regional Sectorial Nº 1856-95 RENOM-ED, que, sostiene le recortan el monto de la bonificación de tres sueldos, que por tiempo de servicios le corresponde, en mérito a lo establecido por el artículo 52º de la Ley Nº 24029-del Profesorado y su modificatoria la Ley Nº 25212. 

2. Que, conforme este Colegiado ha tenido oportunidad de señalar en la sentencia recaída en el Expediente Nº 432-96-AA/TC, los artículos 8º y 9º del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, otorgan en materia de bonificaciones y otros beneficios un tratamiento diferente al que se establecía en la Ley del Profesorado y su modificatoria, la Ley Nº 25212. 

3. Que, el Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, como se señala en su parte considerativa, fue expedido al amparo del artículo 211º inciso 20) de la Constitución Política de 1979, significándose con ello su jerarquía legal y que, por lo tanto su capacidad modificatoria sobre la Ley del Profesorado, era plenamente válida. 

4. Que, por consiguiente, no existiendo conflicto de jerarquía entre los dispositivos legales antes señalados, una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas –como la que se ha dado en éste caso- no puede constituirse en vulneración o amenaza de violación de derechos constitucionales; en consecuencia, es de aplicación contrario sensu el artículo segundo de la Ley de Hábeas Corpus y Amparo. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en ejercicio de las atribuciones que le confieren la Constitución y su Ley Orgánica.

FALLA:

Confirmando la resolución de fojas noventa y dos, su fecha veintitrés de julio de mil novecientos noventa y seis, expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, que revocando la apelada, declaró IMPROCEDENTE la acción de amparo; dispusieron la publicación de la presente en el Diario Oficial El Peruano, con arreglo a ley y los devolvieron.

…no existiendo conflicto de jerarquía entre los dispositivos antes señalados (Ley N° 24029 del Profesorado y su modificatoria Ley N° 25212, y los artículos 8° y 9° del Decreto Supremo N° 051-91-PCM), no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas…..

EXP. N° 621-96-AA/TC

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

 En Lima, a los veinte días del mes de enero de mil novecientos noventiocho, reunido el Tribunal Constitucional, en sesión de Pleno Jurisdiccional.
ASUNTO:
Recurso extraordinario interpuesto por don Héctor Leopoldo Bossio Suárez contra la resolución expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, de fecha veintitrés de julio de mil novecientos noventiséis, que declaró improcedente la Acción de Amparo.

ANTECEDENTES:

Don Héctor Leopoldo Bossio Suárez interpone demanda de acción de amparo contra el Consejo Transitorio de Administración Regional de la RENOM, representado por el ingeniero José Corbera Villarromero y contra el Director Regional de Educación de la RENOM representado por el profesor Raúl Ramírez Soto, con la finalidad que deje sin efecto la Resolución RDRS N° 2107-95-RENOM ya que en ella se le recorta sus beneficios sociales. Indica que en las tres remuneraciones que le corresponde por haber cumplido treinta años de servicios al Estado como profesor, no se le consideró el total de su remuneración, violándose con ello su derecho de igualdad e interpretación favorable al trabajador, en caso de duda insalvable sobre el sentido de una norma. Ampara su demanda en lo dispuesto por el artículo 52° de la Ley N° 24029, modificado por la Ley N° 25212, y demás normas complementarias, así como los artículos 26°, 103°, 138° de la Constitución y el artículo 99° del Decreto Supremo N° 002-94-JUS.

El Quinto Juzgado en lo Civil de Chiclayo, con fecha nueve de abril de mil novecientos noventiséis, declaró fundada la demanda, por considerar, entre otras razones, que el pago de la remuneración y los beneficios sociales del trabajador tienen prioridad sobre cualquier otra obligación del empleador y el monto que precisa la resolución impugnada no corresponde al íntegro de la remuneración del actor, habiéndosele, otorgado un monto menor al que le corresponde según lo prescrito en el artículo 52° de la Ley del Profesorado N° 24029, modificado por la Ley N° 25212.

Interpuesto recurso de apelación, la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, con fecha veintitrés de julio de mil novecientos noventiséis revoca la apelada y reformándola la declara improcedente, haciendo suyos los fundamentos del dictamen del Fiscal Superior en el sentido de que el actor ha iniciado un trámite administrativo que aún no ha concluído; por lo que, de conformidad con el artículo 27° de la Ley N° 23506, la presente acción es improcedente.

Contra esta resolución el accionante interpone Recurso Extraordinario, por lo que, de conformidad con los dispositivos legales se ha remitido los actuados al Tribunal Constitucional.

FUNDAMENTOS:

Que, conforme fluye de autos, el tiempo de servicios prestado por el actor para acceder al beneficio de la bonificación de tres remuneraciones por treinta años de servicios al Estado como Profesor, se cumplió cuando ya estaba vigente el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, cuyos artículos 8° y 9° otorgan en materia de bonificaciones y otros beneficios un tratamiento diferente al que se establecía en la Ley del Profesorado N° 24024 y su modificatoria, la Ley N° 25212, asímismo el artículo 10° del Decreto Supremo en mención modifica expresamente el artículo 48° de la Ley del Profesorado, en cuanto determina o conceptualiza que es una remuneración total permanente.

Que, el Decreto Supremo N° 051-91-PCM, conforme se señala en su parte considerativa, fue expedido al amparo de lo dispuesto por el artículo 211° inciso 20) de la Constitución de 1979, teniendo dicha norma carácter urgente y extraordinario, y que analizada por el Colegiado regula exclusivamente sobre materia económica y financiera y como tal su capacidad modificatoria, sobre la Ley del Profesorado era plenamente válida.

Que, por consiguiente, no existiendo conflicto de jerarquías entre los dispositivos antes señalados, no puede deducirse violación o amenaza de violación de derechos constitucionales en función de una simple variación en cuanto al tratamiento legal de las cosas, máxime si el derecho del actor a percibir dicha bonificación no ha sido negado por los emplazados. 

No existiendo violación o amenaza de violación de derechos constitucionales por acción o por omisión de actos de cumplimiento obligatorio, es de aplicación "contrario sensu" el artículo 2° de la Ley N° 23506.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional haciendo uso de las atribuciones que le confiere la Constitución del Estado, su Ley Orgánica N° 26435 y la Ley Modificatoria N° 26801:

FALLA:

CONFIRMANDO la Resolución de fojas noventiséis expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, su fecha veintitrés de julio de mil novecientos noventiséis que revocando la apelada declaró IMPROCEDENTE la Acción de Amparo; dispusieron su publicación en el diario oficial "El Peruano" con arreglo ley, y los devolvieron.

EXP. Nº 438-96-AA/TC

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

En Lima, a los tres días del mes de diciembre de mil novecientos noventa y ocho, reunido el Tribunal Constitucional en sesión de Pleno Jurisdiccional, con asistencia de los señores Magistrados: Acosta Sánchez, Presidente; Díaz Valverde, Vicepresidente; Nugent; y García Marcelo, pronuncia sentencia:

ASUNTO: 

Recurso Extraordinario interpuesto por don Victoriano Omar Reyes Vera, contra la sentencia expedida por la Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, de fojas cuarenta, su fecha treinta de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, que declaró improcedente la demanda de Acción de Amparo.
ANTECEDENTES: 

Don Victoriano Omar Reyes Vera interpone demanda de Acción de Amparo contra el Director Regional de Educación de la Región Nor Oriental del Marañón-Chiclayo, don Raúl Ramírez Soto, con el objeto de que se haga efectivo el pago de la asignación por treinta años de servicios prestados a la Dirección demandada.

Refiere que con fecha siete de abril de mil novecientos noventa y cinco ha cumplido treinta años de servicios prestados a la Dirección Regional de Educación, por lo que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 52º de la Ley Nº 24029, Ley del Profesorado le deben abonar tres remuneraciones íntegras. Sin embargo, alega que el demandado ha procedido a calcular el pago de esa asignación en forma diminuta en aplicación del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, conforme lo acredita con la Resolución de Dirección Regional Sectorial Nº 1220-95-RENOM/ED.

Don Raúl Ramírez Soto contesta la demanda señalando que el cálculo de la asignación por treinta años de servicios del demandante se debe al estricto cumplimiento de lo dispuesto en los artículo 8º y 9º del Decreto Supremo Nº 051-91-PCM, en cuanto establece que para efectuar dicho cálculo se debe tener en cuenta la remuneración total y no la remuneración íntegra.

El Juez del Cuarto Juzgado Especializado en lo Civil de Chiclayo, a fojas veinte, con fecha catorce de agosto de mil novecientos noventa y cinco, declara fundada la demanda por considerar que al aplicar un decreto supremo por encima de lo dispuesto en la Ley del Profesorado se está violando el principio de jerarquías de las normas.

La Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, a fojas cuarenta, con fecha treinta de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, revoca la sentencia apelada y declara improcedente la demanda por considerar que el demandante no ha cumplido con agotar las vías previas.Contra esta resolución, el demandante interpone Recurso Extraordinario.

FUNDAMENTOS:

1.-
Que, a través del presente proceso el demandante pretende que la Dirección Regional de Educación  de la Región Nor Oriental del Marañón-Chiclayo le pague la asignación por treinta años de servicios prestados a dicha Institución en cumplimiento del artículo 52º de la Ley del Profesorado.

2.-
Que la pretensión invocada por el demandante no puede ser discutida a través de la presente Acción de Amparo, toda vez que el derecho alegado por el mismo no se encuentra protegido con esta Acción de Garantía en el artículo 24º de la Ley Nº 23506, Ley de Hábeas Corpus y Amparo.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, en uso de las atribuciones que le  confieren la Constitución Política del Perú y su Ley Orgánica;
FALLA:

CONFIRMANDO la sentencia expedida por la Primera Sala  Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, de fojas cuarenta, su fecha  treinta de noviembre de mil novecientos noventa y cinco, que declara IMPROCEDENTE la demanda de Acción de Amparo. Dispone la notificación a las partes, su publicación en el diario oficial El Peruano y la devolución de los actuados.

Dedicatoria:

A nuestros profesores de la Universidad César Vallejo quienes con su cátedra nos han inculcado valores y conocimientos, formándonos para el correcto ejercicio de la profesión en búsqueda de la Justicia; y a las generaciones futuras para que nunca desmayen en su afán de lograr sus sueños.

ALUMNOS
Alvarado Merino Jose Luís
Prieto Desulovich  Gabriel
Sernaque Farfan Gladis
Mejia Silva Milagros
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Perú

� Según la Enciclopedia Universal Ilustrada Espasa-Calpe. Tomo 28, pág. 3221. Si bien en rigor, lo contencioso-administrativo tiene este origen y antigiiedad, cuenta con precedentes históricos en Roma, que al lado del Rector, investido de la jurisdicción ordinaria, presenta al Procurador Rei Pri vatae Cesario, encargado en aquellos, lugares a los que se extendió el imperio romano, de la justicia administrativa. 





�  Según L. COBEN TANGI. Por Ley 16-24 de agosto de 1790 se justifica la exención judicial para el Ejecutivo: "La Nación no ha olvidado lo que debe a los parlamentarios; ellos solos han resistido a la tiranía, en tanto que la magistratura estaba justamente constituida para estar con el despotismo, pero éste ya no existirá desde ahora. Esta forma de magistratura no es pues, necesaria". 





� LETERNOUR, M. Maitrades Requiatres. El recurso de exceso de poder en Francia. En Revista de Administración Pública. Madrid. N° 7. Primer Semestre de 1952, págs. 219 y ss. 





� TAWIL, Guido Santiago. Su trabajo: La Reforma del contencioso-administrativo francés. En Revista Jurídica la Ley. 1988, págs. 853 y ss. 





� VIARGUES, Roberto. Playdoyer Pourles Revue du Droit Public et de la Sciense Politique en France et al Exranger. París. Octubre 1979. 





� LETEUNOUR M. Ob. cit. págs. 209 y ss. 





� TAWIL, Guido Santiago. Su trabajo: La reforma del contencioso-administrativo francés. En Revista jurídica la Ley 1986. Ob. cit., págs. 852 y ss. 





� GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo. Su libro: Hacia una nueva Justicia Administrativa. Civitas. Madrid, 1992, págs. 79 y ss. 





� GARCÍA DE ENTERRIA. Ob. cit., pág. 82. 








� GARCÍA DE ENTERRIA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón. Curso de Derecho Administrativo n. 2' Edición. Editorial Civitas. Madrid, 1988. Cap. XXv. 





� GARCÍA DE ENTERRÍA Y FERNÁNDEZ, Tomas Ramón. Ibídem, pág. 391. 





� GARCÍA DE ENTERRÍA. Ob. cit., pág. 486.


� Vid. ANACLETO GUERRERO, Víctor; “Guía de Procedimientos Administrativos”, 2004, Lima - Perú, Tercera Edición; Gaceta Jurídica, pág.649.


�  PRIORI POSADA, Giovanni, Comentarios a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo, ARA Edito�res, Lima, 2002, p. 76. 


� RODRÍGUEZ DOMÍNGUEZ, Elvito, Manual del Proceso Contencioso Administrativo, Editora Jurídica Grijley, Lima-Perú, 2002, pp. 21 Y 22. 





� Diario Oficial El Peruano, miércoles 10 de septiembre del 2003, p.18. 





�  Vid. HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto; “Proceso Contencioso Administrativo”, 2003, Lima - Perú, 1ra. Edición, pág. 217
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